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I.- INTRODUCCION.



	La Disposición Derogatoria Unica, número uno, de la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones mantiene en vigor y asume como propios diversos preceptos contenidos en el Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, subsistentes tras la pronunciación de la Sentencia del Tribunal Constitucional de 20 de marzo de 1997 en materia de competencia urbanística.

	Entre ellos cabe mencionar las normas de aplicación directa contenidas en el artículo 138. b) de la antigua Ley del Suelo de 26 de junio de 1992, en donde se señalaba que las construcciones habrían de adaptarse, en lo básico, al ambiente en que estuviesen situadas, en particular, respecto a las “inmediaciones de las carreteras y caminos de trayecto pintoresco”.



	Tomando como referencia este principio considero oportuno incluir bajo su ámbito de protección el tradicionalmente denominado como “Camino de Santiago” o Ruta Jacobea,  presentando un análisis de la principal regulación jurídica existente a nivel nacional sobre el tema.



	Indudablemente en el Camino de Santiago concurren diversos títulos competenciales provenientes, tanto de las diferentes Administraciones Públicas facultadas para intervenir y regular su particular estatuto jurídico, (conforme al esquema consagrado en los artículos 148 y 149 de la Constitución Española), como de diferentes títulos incidentales, entre los que sobresalen el medio ambiente, la ordenación del territorio y el urbanismo, y, por último, el Patrimonio Histórico.



	Aunque la competencia cultural ostente una mayor importancia, comparándola con las demás enumeradas, sin embargo, la legislación urbanística a través del mecanismo representado por el artículo 138.b) de la antigua Ley del Suelo, (norma de directa aplicación en todo el territorio nacional, en el sentido anteriormente expuesto), representa una garantía más para salvaguardar los valores insitos en el Camino de Santiago, aunque sea con carácter supletorio o a título incidental, lo que le convierte en un precepto no desdeñable que puede, incluso por su ámbito de aplicación, salvar posibles controversias o polémicas competenciales a la hora de decidir la aplicación preferente o no de una norma estatal o autonómica sobre el trayecto por el que discurre la Ruta Jacobea.



	Teniendo presente esta afirmación, estudiaremos los principales rasgos definidores del particular estatuto jurídico del Camino de Santiago, a través de la más relevante legislación dictada sobre esta temática, especialmente a nivel autonómico.



II.- APROXIMACION AL TEMA.



	La Ruta Jacobea se constituye como un auténtico crisol en el que convergen diversos aspectos y factores de carácter multidisciplinar, puestos de relieve, por ejemplo, en los dos primeros párrafos de la Exposición de Motivos de la Ley gallega 3/1996, de Protección de los Caminos de Santiago, en donde se afirma:

	“Desde el primer tercio del siglo IX, cuando comienza la peregrinación a la futura Compostela, va a nacer un camino que con el paso de los siglos va a convertirse en un auténtico fenómeno de carácter histórico-cultural de relevancia universal. Ya “La Guía del Camino” del “Codex Calixtinus” nos da en el siglo XII, por primera vez, amplia referencia escrita de este hecho.

	El Camino de Santiago fue una vía de comunicación, lugar de encuentro de culturas y generador de una vida social y económica que dio lugar a la formación de ciudades y villas y, consecuentemente, a una transformación del paisaje, rasgos todos ellos que lo dotan de esa impresionante riqueza cultural e histórica merecedora de respeto y protección”.



	Prescindiendo del mayor alcance y difusión que el Camino de Santiago presenta como ruta espiritual, histórica, artística y cultural, (como ha puesto de relieve MARIÑAS OTERO),(1)� entre sus muchas cualidades no puede ignorarse el notable valor que también ostenta desde la perspectiva del mundo del Derecho.



	Atendiendo tan sólo al plano jurídico, la Ruta Jacobea ha concitado el interés de autores provenientes de diferentes disciplinas científicas, en especial del campo ius publicista, inspirando la elaboración de teorías que han hecho hincapié en la faceta relativa a los Derechos Humanos, como pusieron de relieve VAQUEZ DE PARGA, LACARRA y URIA, para quienes la Ruta Jacobea contribuyó a generar un Derecho humanitario dirigido a procurar la acogida, atención y protección del peregrino en un intento de dotarle de una auténtico estatuto jurídico.(2)� 



	Otros autores, como el profesor RODRIGUEZ-ARANA, inciden en el aspecto de la órbita que hoy podemos considerar integrada en la categoría de los Derechos Fundamentales, al afirmar que “el Camino de Santiago, que tanto ha contribuido a asentar esos valores perennes que han hecho progresar a la civilización, también debe ser objeto de protección jurídica en la medida que se protege al propio hombre, a sus derechos y se preserva y promueve la libertad y la justicia en un ambiente de respeto mutuo y de solidaridad”.(3)�



	Sin desmerecer esas originales interpretaciones, procuraremos centrarnos en el análisis de la diferente normativa dictada a nivel nacional por el Estado y las Comunidades Autónomas que ha tomado como referencia al Camino de Santiago, dado el preponderante papel que en este ámbito desempeñarán las Administraciones Públicas, (según remarca GRANADO HIJELMO).(4)�



III.- EL CAMINO DE SANTIAGO EN LA LEGISLACION ESTATAL: EL DECRETO 2224/1962 Y DEMAS NORMATIVA INTERRELACIONADA.



	Las principales manifestaciones normativas existentes a nivel estatal con relación a la Ruta Jacobea tienen como principales exponentes las siguientes disposiciones:



	1º) Frente a una protección del Camino de carácter parcial y disgregado, traducido en el  reconocimiento de un estatuto jurídico especial en forma de monumento de diferentes construcciones y edificios situados a lo largo de su trayecto, su salvaguardia global hubo de retrasarse, como afirma VALIÑA SAMPEDRO,(5)� hasta la promulgación del Decreto 2224/1962, de 5 de septiembre, que llevaba como significativa rúbrica “Creación del Patronato del Conjunto Histórico-Artístico del Camino de Santiago”, unificando bajo una misma denominación los dos diferentes aspectos sobre los que se estructuraba la norma: 



	a) Por un lado, la declaración de la Ruta Jacobea como Conjunto Histórico-Artístico; y, 



	b) Por otro lado, la creación de un Patronato como órgano que garantizase su protección y tutela administrativa.



	a) El artículo 1º declaraba como Conjunto Histórico-Artístico el llamado Camino de Santiago, adoptando como criterio definitorio una enumeración amplia y no limitada de los elementos tomados entonces como referencia para proceder a la declaración legal, sin perjuicio de los que fuesen considerados oportunos en el futuro por el Patronato para incluirlos en el ámbito de la protección legal. 



	Esta fórmula abierta presentaba la ventaja de su flexibilidad conceptual, pero, sin embargo, tenía el inconveniente de tratarse de un concepto jurídico indeterminado, (como afirma LOPEZ RAMON),(6)� lo que podría traducirse en una inseguridad jurídica para los posibles destinatarios de la medida, (Corporaciones locales y titulares dominicales de los inmuebles afectados, a tenor del artículo 3º de la norma), quienes podrían dudar acerca de la integración o no del bien de su propiedad en el ámbito objetivo de aplicación de la declaración de Conjunto Histórico-Artístico, en tanto no constase su nueva situación jurídica en algún registro público, (como el entonces denominado Inventario del Tesoro Artístico Nacional, a tenor de los artículos 66 y siguientes y 83 y siguientes de la Ley de 13 de mayo de 1933 y su Reglamento de 16 de abril de 1936, respectivamente, hoy sustituido en la Ley 16/1985 por el Registro General de Bienes de Interés Cultural, a tenor de la asimilación impuesta por la Disposición Adicional Primera de la Ley de 25 de junio de 1985).



	Con independencia de esos inconveniente, el artículo 2º del Decreto reconocía a favor del entonces Ministerio de Educación Nacional la tutela administrativa sobre la Ruta Jacobea, señalando su adscripción a la protección a ejercer por el Estado. 

	Junto al título competencial, el artículo 3º del reglamento también enumeraba las normas que deberían respetar y cumplir los sujetos pasivos destinatarios de las obligaciones derivadas de la nueva situación jurídica, y que se concretaban en tres diferentes tipos de disposiciones: las de carácter histórico-artistico, las de carácter local, y las de naturaleza urbanística.



	b) Reconociendo veladamente la indeterminación inicial de los lugares, edificios y parajes que integrarían el Camino de Santiago, (como acabamos de apuntar), el artículo 4º de la norma creaba un Patronato Nacional integrado por diversos representantes de la Administración del Estado y Local, tipificados en la norma, sin perjuicio de la desconcentración que pudiese hacer a favor de Patronatos provinciales y locales, a quienes se encomendaba una triple función subdividida en dos tipos de actividades: unas de carácter nominado, (consistentes en la vigilancia y delimitación de los lugares, inmuebles y parajes que componían el Conjunto Histórico-Artístico), y otra de carácter innominado, (consistentes en realizar cuantas funciones fuesen necesarias para la conservación, desarrollo y administración de la Ruta Jacobea), fruto de  las cuales se crearon los Patronatos Provinciales del Camino de Santiago de Logroño, (por Orden Ministerial de 12 de agosto de 1964) y de Navarra (por Decreto 1941/1964, de 21 de marzo).(7)�

	Las conclusiones que podían extraerse del Decreto 2224/1962 se reducen a la idea fundamental de que constituyó un intento inicial y genérico de proteger la riqueza cultural existente en el Camino de Santiago con su declaración como Conjunto Histórico-Artístico, a semejanza de una especie de “norma en blanco” que esperaba su concreción y delimitación puntual al resultado de a las actividades que en ese sentido realizase el Patronato creado en la misma disposición reglamentaria.



	En todo caso, la virtualidad práctica de esta norma cesó desde la promulgación del Real Decreto 736/1993, de 14 de mayo, que procedió a derogar expresamente el ya celebérrimo Decreto 2224/1962. 

	Esta nueva norma, desarrollando las previsiones recogidas en la Disposición Adicional Séptima de la Ley 39/1992, de 29 de diciembre, sobre Presupuestos Generales del Estado para 1993, procedió a hacer una nueva delimitación del recorrido del Camino de Santiago, a través de la enumeración de los municipios afectados por su trayecto, quienes podían resultar beneficiarios por alguna de las medidas de estímulo financiero que la disposición reglamentaria preveía para el Año Santo Jubilar Compostelano de 1993.



	En opinión de RAPOSO ARCEO y MUIÑO FIDALGO una adecuada protección de la Ruta Jacobea necesitaba conocer con exactitud “cuál es el bien a proteger, cuales son sus lindes, por qué términos municipales discurre, que edificaciones se corresponden dentro del mismo y que franja a ambos lados del camino propiamente dicho se entiende inserta dentro del conjunto. Sólo una vez que tengamos tal problema solucionado será posible articular sobre él las adecuadas medidas de tutela”. 

	La carencia de una correcta delimitación y definición de los diversos elementos enumerados en el Decreto de 5 de septiembre de 1962 le privarían en la práctica de conseguir los resultados propuestos, pese a lo cual, es loable la desvinculación que hizo del Camino como una mera vía de comunicación para ir mas allá y configurarlo como una auténtica ruta cultural, antecedente de las declaraciones hechas en el mismo sentido por el Consejo de Europa y la UNESCO.(8)�



	Para MEILAN GIL el Decreto 2224/1962 tuvo la virtud de definir los tres elementos principales concurrentes en el camino de Santiago, consistentes en:



	* No reducir el camino a un dato físico, sino atribuirle formar parte de la conciencia histórica del modo de ser colectivo.

	

	* Definir al Camino como un Conjunto Histórico-Artístico, fórmula que permite integrarlo dentro de la órbita de protección del Patrimonio Histórico.



	* Aproximarse a las medidas de protección urbanística recogidas en la Ley del Suelo de 1956 y, especialmente, en la de 1976.(9)�



	En mi opinión, la protección que el Estado otorgaba a la Ruta Jacobea, atribuyendo su tutela al entonces Ministerio de Educación Nacional, no constituía una declaración que impidiese la actuación de las demás Administraciones Públicas Locales en que se distribuía la organización territorial de la época. 

	Así, mientras las Provincias por donde discurría el Camino podían nombrar representantes en el Patronato Nacional  y  crear Patronatos Provinciales, en las condiciones señaladas en el artículo 5º del Decreto y demás disposiciones reglamentarias que se dictasen al caso, las Corporaciones municipales ostentaban la doble cualidad de sujetos pasivos del cumplimiento de los deberes de conservación de los lugares, edificios y parajes situados en su término, así como de sujetos activos en la consecución de dichas finalidades a través de la posible creación de Patronatos Locales.

	La nueva configuración de la organización territorial española, instada por la Constitución Española de 1978 con base en los artículos 2º y 137 a través de las figuras de los municipios, provincias y de las Comunidades Autónomas que se constituyan, así como la aplicación del resto de los postulados dogmáticos y orgánicos contenidos en la misma, podían plantear una doble interrogante tanto respecto al alcance y virtualidad práctica que tendría en la actualidad el Decreto 2224/1962, como con relación a la titularidad competencial sobre la Ruta Jacobea.

	No obstante, las posibles hipótesis que pudieran realizarse sobre el tema, en la actualidad carecen de un sentido práctico dada la derogación expresa del Decreto 2224/1962 operada en virtud del Real Decreto 736/1993.



	Pese a ello, es preciso puntualizar adecuadamente el alcance que haya de darse a la derogación operada sobre el antiguo Decreto de 1962, que, en ningún caso, debe suponer una privación de la consideración del Camino de Santiago como un conjunto de carácter cultural.

	Las razones que aconsejan considerar que el reconocimiento del carácter histórico-artístico. de la Ruta Jacobea seguiría teniendo efectos, estriba en una doble fórmula: 



	- Por un lado, en la declaración contenida en la Disposición Adicional Primera de la Ley del Patrimonio Histórico Español, (en donde se afirma que “los bienes que con anterioridad hayan sido declarados histórico-artísticos o incluidos en el Inventario del Patrimonio Artístico y Arqueológico de España pasan a tener la consideración y a denominarse Bienes de Interés Cultural.)”;  y, 



	- Por otro lado, el artículo 9º.5 de la propia Ley 16/1985 en concordancia con el artículo 20 de su Reglamento de 10 de enero de 1986, donde exponen que para dejar sin efecto la declaración de interés cultural debería seguirse el mismo procedimiento que el utilizado para declararlo como tal, dado el sometimiento que los antiguos bienes histórico-artísticos han de hacer al nuevo régimen jurídico previsto en la Ley de 25 de junio de 1985, como señala su Disposición Adicional Primera, in fine.



	En todo caso, la denominación específica del Camino de Santiago como Conjunto Histórico-Artístico presentaría en la actualidad una notable modificación terminológica, identíficándose genéricamente como Bien de Interés Cultural, según afirma LOPEZ RAMON,(10)� (aunque la definición de cada una de las categorías contenidas en el artículo 14.2 de la Ley del Patrimonio Histórico Español parecería que le debería atribuir el calificativo de Sitio Histórico, conforme a la definición contenida en el artículo 15.4 de la Ley 17/1985, a falta de otra particular denominación contenida en la normativa autonómica cultural que regule la parte del trayecto de la Ruta Jacobea que discurra por su territorio).



	Con independencia de otros aspectos, el problema quizá hoy estribaría en determinar la titularidad competencial estatal o autonómica del Camino de Santiago, dado su recorrido histórico por diversas Comunidades Autónomas.

	Las respuestas ofrecidas por la doctrina suelen ser múltiples y variadas:



	Mientras RODRIGUEZ-ARANA afirma la prevalencia de las facultades ejercidas por las Comunidades Autónomas, apoyándose para su argumentación en las competencias que constitucionalmente tienen atribuidas respecto a su patrimonio monumental, (con base en el artículo 148.1.16ª de nuestra Norma Suprema),(11)� LOPEZ RAMON por su parte, también parece adscribirse a las “tesis autonomistas” de potenciar el papel de la figura del patrimonio histórico como factor clave y delimitador de la asignación competencial.(12)�



     Con un distinto criterio MEILAN GIL se muestra partidario de mantener la existencia de una competencia compartida o concurrente entre el Estado y las Comunidades Autónomas, tomando como referencia los artículos 149.2 y 148.1.17ª de la Constitución, así como la trascendental Sentencia del Tribunal Constitucional 17/1991, de 31 de enero,(13)� de cuya argumentación destaca el siguiente fundamento jurídico:

     “(...) que la cultura es algo de la competencia propia e institucional tanto del Estado como de las Comunidades Autónomas, (...), ya que hay, en fin, una competencia estatal y una competencia autonómica en el sentido de que más que un reparto competencial vertical, lo que se produce es una concurrencia de competencias ordenadas a la preservación y estímulo de los valores culturales propios del cuerpo social desde la instancia pública correspondiente”.



	Partiendo de ese precedente normativo, se han ido promulgando a lo largo de los últimos años diversos instrumentos jurídicos emanados de las diferentes Administraciones Públicas españolas que tomaban al Camino como punto de referencia de su regulación, pretendiendo, como afirmaba GRANADO HIJELMO, conservarlo y promoverlo. Conservarlo, porque es un legado de la identidad europea que es incomprensible sin el contenido cristiano; y, promoverlo, porque es preciso realizar las obras públicas y prestar los servicios adecuados para dignificar la Ruta Jacobea, sin que con ello pierda su primigenio sentido.(14)�



	Desde esta afirmación, el análisis de la legislación estatal dictada sobre esta materia tiene su continuación en las siguientes normas:



	2º) El Decreto 1941/1964, de 11 de junio, por el que se creó el Patronato Nacional de Santiago de Compostela, reformado posteriormente por los Decretos 3406/1964, de 22 de octubre; 1771/1971, de 9 de julio; 387/1976, de 6 de febrero; 2834/1979, de 23 de noviembre y Real Decreto 260/1991, de 1 de marzo.



	3º) El Decreto 20/1968, de 20 de mayo, por el que se crea la Comisión para la recuperación y revitalización del Camino de Santiago.



	4º) El Acuerdo de 22 de octubre de 1987 entre el Estado y las Comunidades Autónomas para la recuperación y revitalización del Camino de Santiago, (en donde se preveían múltiples actuaciones destinadas a la recuperación de la traza del Camino y mejoras de acceso al mismo, con especial incidencia respecto a la red de carreteras y a las vías pecuarias;; su ordenación y explotación, tanto en lo referente al patrimonio natural como al arquitectónico, restaurando el Patrimonio Histórico-Artístico existente en el mismo; la rehabilitación de ciertos edificios que completen una red de albergues con los que facilitar la peregrinación, señalizando su trayecto para que pueda ser transitado peatonalmente o por medios no mecánicos de transporte; y, por último, la realización de programas culturales relacionados con el mismo).



	Con posterioridad, el Convenio de Cooperación de 15 de marzo de 1991 desarrolló las previsiones programáticas contenidas en el Acuerdo mencionado, al que se adscribieron directa o indirectamente  diversas Comunidades Autónomas, como la de La Rioja, (mediante un Convenio fechado el día 15 de abril de 1991),(15)� o Cantabria, (mediante Orden de 8 de mayo de 1991).(16)�



	5º) El Acuerdo de colaboración entre las Comunidades Autónomas de Navarra, La Rioja, Castilla y León y Galicia con la Secretaría General de Turismo del Ministerio de Transportes, Turismo y Comunicaciones, de 28 de enero de 1989, para la ordenación y promoción turística del Camino de Santiago.



	6º)  El Acuerdo de 15 de marzo de 1991 celebrado entre las Comunidades Autónomas de Galicia, La Rioja, Aragón, Navarra y Castilla y León, con objeto de potenciar la celebración del Año Santo de 1993, entre cuyas pretensiones figuraban solicitar al Gobierno del Estado la creación del Consejo Jacobeo y la elaboración de un proyecto de ley que otorgase beneficios fiscales y reconociese la posibilidad de emitir Deuda Pública para financiar los programas de las citadas Comunidades Autónomas, tendentes a desarrollar los instrumentos de fomento adecuados para conseguir los recursos con que sufragar el Año Santo Compostelano.



	Pese a las buenas intenciones demostradas por las diferentes Administraciones Autonómicas, los diferentes instrumentos jurídicos enumerados no consiguieron las loables finalidades que perseguían, en opinión de LOPEZ RAMON, por “la falta de una adecuada vertebración organizativa y financiera”.(17)�



	7º) Con el objetivo de intentar paliar esos problemas, el Real Decreto 1530/1991, de 18 de octubre, creó el Consejo Jacobeo como “órgano de colaboración entre la Administración del Estado y las Comunidades Autónomas para las actuaciones que se prevean en relación con el Camino de Santiago”.(18)�

	Las actuaciones aparentemente innominadas que se preveían en el artículo primero de la norma, encontraban su plasmación en el artículo tercero del propio Reglamento en donde se señalaban: 

	“Como órgano de colaboración mutua para las actividades de las Administraciones, corresponderá al Consejo Jacobeo el estudio y propuesta, para su elevación al órgano correspondiente, de las acciones de protección y recuperación del Camino de Santiago, su promoción y difusión cultural, la conservación y restauración del patrimonio histórico-artístico, la ordenación y promoción turística, y la asistencia al peregrino”.

     

	8º) Esta última norma ha sido recientemente derogada por el Real Decreto 1095/1997, de 4 de julio, por el que se ha procedido a reorganizar el Consejo Jacobeo.(19)�

	Las razones que han aconsejado la modificación legislativa son reproducidas en el párrafo tercero de su Exposición de Motivos, en donde, partiendo de la necesaria aplicación y desarrollo normativo del postulado recogido en el artículo 149.2 de la Constitución Española, se argumenta la necesidad de la adaptación del Consejo a la nueva estructura de la Administración Pública española (en especial tras la promulgación de La Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado), recogiendo la experiencia acumulada por el funcionamiento del primitivo órgano colegiado, factores todos ellos que permitirán potenciar su eficacia en previsión de futuros Años Santos Compostelanos. 

	Estos motivos son expuestos con el siguiente tenor:

     “Los buenos resultados obtenidos por medio del Consejo Jacobeo, al facilitar la comunicación entre las instituciones públicas, la programación concertada y la coordinación de sus actuaciones, aconsejan su mantenimiento, si bien adaptando su composición a la nueva estructura de la Administración General del Estado y, en su caso, de las Comunidades Autónomas con representación en el mismo, e introduciendo alguna modificación en su organización y funcionamiento, fruto de la experiencia acumulada, lo que habrá de permitir una mejor eficacia en las actividades del Consejo, y muy especialmente, en la preparación de futuros Años Santos Jacobeos”.



	Frente a la indeterminación conceptual y competencial latente en el Real Decreto 1530/1991, el artículo 1º de la nueva disposición reglamentaria concibe al Consejo Jacobeo como “el órgano de cooperación que tiene por finalidad facilitar la comunicación entre la Administración General del Estado y la de las Comunidades Autónomas que forman parte del mismo, a efectos de coordinar y colaborar en los programas y actuaciones que se prevean en relación con el Camino de Santiago y con la celebración de los Años Jacobeos”.



	Los programas y actuaciones a desarrollar por el Consejo Jacobeo, inicialmente innominados en el artículo 1º del Real Decreto 1095/1997, son concretados con posterioridad en el artículo 3º.5 de la norma, al enumerar los asuntos sobre los que el Pleno del Consejo (integrado en el artículo 3º.1 por las máximas autoridades de la nación en diversos ámbitos administrativos) podrá estudiar y elevar propuestas a las Administraciones Públicas representadas en el mismo.

	El mencionado artículo 3º.5 afirma:

	“Corresponde al Pleno del Consejo Jacobeo el estudio y propuesta de los siguientes asuntos para su elevación a los órganos correspondientes de las Administraciones públicas representadas en el mismo:

	a) Actuaciones para la delimitación, señalización, trazado y mantenimiento del Camino de Santiago en todos sus ramales históricos.

	b) Actuaciones para la rehabilitación y conservación de los bienes vinculados al patrimonio histórico-cultural del Camino de Santiago.

	c) Actividades para la promoción del Camino de Santiago y su difusión cultural y turística, nacional e internacional, con especial atención a las de asistencia al peregrino.

	d) Actuaciones específicas en relación con la celebración de los Años Jacobeos.

	e) Actuaciones para la mejora paisajística y medioambiental del entorno del Camino”.



	Para un adecuado cumplimiento de estas funciones, el artículo 4º.2 de la norma reglamentaria atribuye a la Comisión Ejecutiva del Consejo Jacobeo tanto la preparación de los trabajos previos a desarrollar por el Pleno, como la ejecución de sus acuerdos.



	En todo caso, cabe señalar el contenido del Real Decreto 1095/1997 la carencia del señalamiento de las reglas procedimentales a las que habrá de acudir tanto el Pleno como la Comisión Ejecutiva del Consejo Jacobeo para desarrollar sus funciones, (como han hecho otras normas de carácter autonómico al regular las Comisiones autonómicas para la recuperación y revitalización del Camino de Santiago). 

	No obstante este silencio, estimamos que puede ser suplido a través de la aplicación subsidiaria de los artículos 22 a 27 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en donde se reglamenta la actuación de los órganos colegiados sometidos al Derecho Administrativo.



	9º) También puede citarse la medida de fomento recogida en la Disposición Adicional Séptima de la Ley 39/1992, de 29 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado, (desarrollada por el Real Decreto 736/1993, de 14 de mayo), en donde se establecieron diversos fiscales sobre diferentes figuras impositivas por inversiones realizadas tanto por personas jurídicas como por personas físicas destinadas a la labor de promoción y difusión del Años Santo Compostelano de 1993, materia particularmente analizada por ALVAREZ ROMERO y SANCHEZ GONZALEZ).(20)�



	10º) Por último, dentro del elenco que presentamos de normas jurídicas que inciden en algún aspecto relacionado con la Ruta Jacobea hay que mencionar la previsión contenida en la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, en cuya Disposición Adicional Décima se prevé el otorgamiento de un conjunto de beneficios fiscales,(21)� destinados a favorecer y fomentar las actividades que tomen como núcleo esencial el “Año Santo Compostelano de 1999” y la promoción de “Santiago de Compostela como Capital Europea de la Cultura para el año 2000”.(22)�

	Esta doble intención se articula a través del denominado como mecenazgo prioritario que, tomando como base las reglas previstas a tal efecto en la Ley 30/1994 de Fundaciones e Incentivos Fiscales a la Participación Privada en Actividades de Interés General, y siguiendo las directrices que al respecto establezcan el “Consejo Jacobeo” o el “Consorcio de la Ciudad de Santiago de Compostela” respectivamente en cada supuesto, nacen sin embargo condicionadas desde un punto de vista cronológico por unos plazos determinados de duración.

	Así, se prevé que la vigencia de la disposición legal cesará el día 31 de diciembre de 1999 (respecto al “Año Santo Jacobeo 1999”) y el día 31 de diciembre del año 2000 (con relación al programa de “Santiago de Compostela Capital Europea de la Cultura 2000”).



	Desde esta perspectiva, el precepto recoge las siguientes medidas:



	a) Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades podrán deducir de la cuota íntegra del tributo un 15% de las inversiones que efectúen siguiendo las reglas establecidas por el “Consejo Jacobeo” o por el “Consorcio de la Ciudad de Santiago de Compostela”, respecto al ámbito territorial que se fije mediante una norma de carácter reglamentario, (siempre y cuando dichas exenciones no superen el 35% de la cuota íntegra del mencionado Impuesto).

	Las actividades beneficiadas fiscalmente serán cualquiera de las siguientes:



	- La aportación de elementos considerados como inmovilizado material nuevo, excluyéndose de tal calificación los terrenos.



	- Las obras de rehabilitación de edificios y construcciones que, respetando las previsiones arquitectónicas y urbanísticas señaladas tanto por las Administraciones competentes como los requisitos recogidos en los Reales Decretos 1932/1991 y 726/1993, contribuyan a realzar el espacio físico afectado por la declaración de “Año Santo Jacobeo 1999”.



	- Las inversiones realizadas en España o en el extranjero de gastos de propaganda y publicidad que sirvan para promocionar los acontecimientos del “Año Santo Jacobeo 1999” o la “Capitalidad Europea de Santiago de Compostela en el año 2000”, (siempre que cuenten con la correspondiente aprobación emitida por “Consejo Jacobeo” o por el “Consorcio de la Ciudad de Santiago de Compostela”, respectivamente).



	b) Los sujetos pasivos del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas podrán gozar de las mismas deducciones señaladas en el apartado anterior, aunque con las condiciones particulares que marca el correspondiente tributo.



	c) Se establecen una serie de bonificaciones en una cuantía del 95% sobre determinadas figuras impositivas como el Impuesto de Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, el Impuesto de Actividades Económicas y el resto de los tributos y tasas locales que puedan gravar determinadas operaciones que puedan comprenderse incluidas dentro del ámbito de acción relativa al “Año Santo Jacobeo 1999” o a la “Capitalidad Europea de Santiago de Compostela en el año 2000”.



	Todos los supuestos de exenciones y beneficios fiscales enumerados debían cumplir unos requisitos procedimentales determinados, junto al cumplimiento de las condiciones particulares previstas en cada figura impositiva.

	Entre aquellos destacan los siguientes:



	- El disfrute de los beneficios fiscales previstos en la Disposición Adicional Décima requerirá el conocimiento previo de la Administración Tributaria sobre su procedencia en la forma que se establezca a través de una norma de carácter reglamentario.



	- La solicitud de reconocimiento de los beneficios fiscales deberá acompañarse de una certificación expedida a tal efecto por el “Consejo Jacobeo” o por el “Consorcio de la Ciudad de Santiago de Compostela”, según el destino de la inversión realizada, en donde se indique el cumplimiento de los planes y programas establecidos con dicha finalidad.

	Estos certificados serán remitidos a su vez por los organismos mencionados a la Dirección General de Tributos durante los meses de enero, abril, julio y octubre de cada año de vigor de la disposición legal.



	- La Administración Tributaria está legitimada para comprobar la concurrencia de los requisitos y circunstancias necesarias para poder disfrutar los beneficios fiscales pretendidos por la Ley 66/1997, sin perjuicio de poder realizar las actuaciones tendentes a regularizar adecuadamente la situación favorable pretendida.



	Las previsiones legales apuntadas han tenido su desarrollo reglamentario a través del Real Decreto 612/1998, de 20 de abril, (publicado en el Boletín Oficial del Estado de 21 de abril de 1998).



	Con independencia de estas u otras previsiones normativas,(23)� no puede ignorarse que cualquier actuación a desarrollar sobre la Ruta Jacobea necesita, en primer lugar, delimitar físicamente el espacio a proteger, como paso previo a la aplicación posterior del régimen de protección legal, según señala BASSOLS COMA.(24)�



	Esta actividad tropieza con múltiples problemas, consecuencia de las transformaciones socioeconómicas operadas en su trayecto, unido al desarrollo de los núcleos de población y de las vías de comunicación existentes en el mismo o en sus inmediaciones, lo que ha tenido un impacto directo e indirecto en el mismo, dificultando su concreta delimitación física y jurídica, según ponen de relieve JOSE MIGUEL LEON y LOPEZ ARAQUISTAIN.(25)�



	En la misma línea se sitúa ORTEGA VALCARCER, quien partiendo de considerar a la Ruta Jacobea como una elemento más del territorio en que se encuentra enclavado, afirma que “la mala conservación de la propia vía, su ocupación en diversos sectores, su desaparición en otros, a manos incluso de la propia Administración, su alteración tanto en trazados urbanos como rústicos, la desaparición o degradación de múltiples elementos integrantes del Camino, desde señales a fuentes o edificios, son evidencias objetivas de la inexistencia  de una percepción territorial del Camino",(26)� (opinión que no hace sino seguir la argumentación manifestada con anterioridad en ese mismo sentido por SORIA Y PUIG).(27)�



	La consecuencia final de estos antecedentes es que, en muchos casos, la reconstrucción del trayecto originario del Camino es casi imposible o muy difícil. 

	Para solucionar este inconveniente RAPOSO ARCEO y MUIÑO FIDALGO se muestran partidarios de sustituir el primitivo trazado por la línea más próxima al mismo, de tal forma que la banda de protección que se fije cubra el tramo desaparecido, a semejanza del criterio recogido en el Plan Especial de Protección Medioambiental de La Rioja, de 28 de junio de 1988.(28)�





IV.- EL CAMINO DE SANTIAGO EN EL DERECHO COMPARADO.



	A nivel Internacional el papel desempeñado por la Ruta Jacobea ha tenido su traducción práctica en la promulgación de diversos instrumentos jurídicos en donde aquél ostenta una destacado protagonismo.



	Los principales jalones de ese proceso de reconocimiento internacional de la importancia que el camino de Santiago ostenta en la cultura universal, en general, y en la europea, en particular, son expuestos en los párrafos sexto a décimo de la Ley gallega 3/1996 de Protección de los Caminos de Santiago, en donde se afirma:

	“Así, en el ámbito europeo, la Asamblea parlamentaria el 28 de marzo de 1984 aprobó un proyecto de recomendación relativa a los itinerarios europeos de peregrinación, presentada por la Comisión de Cultura y Educación, que daría lugar a la Recomendación 987, según el texto adoptado por la Comisión Permanente el 28 de junio de 1984, y que calificaría el Camino de Santiago como primer itinerario cultural europeo.

	Mas tarde, el 23 de octubre de 1987, el Consejo de Europa producirá la declaración de Santiago de Compostela, que en su último párrafo vuelve a manifestar el espíritu de Europa: “... en la fe que animó a los peregrinos en el transcurso de ja historia y que los reunió en un aliento común, por encima de las diferencias e intereses nacionales, impúlsennos también a nosotros en esta época, y particularmente a los jóvenes, a seguir recorriendo este camino para construir una sociedad fundada en la tolerancia, en el respeto al otro, en la libertad y en la solidaridad”. (Las diversas actuaciones de fomento y recuperación cuya realización se exhorta en esta declaración, han sido sintetizadas por CORRIENTE CORDOBA).(29)�

	Más tarde, volverá a manifestarse el Consejo de Europa, esta vez a través de nota de la Secretaría General, en fecha de 31 de marzo de 1989, preparada por la Dirección de Medio Ambiente y de Poderes Locales, para definir las grandes líneas de acción en el Camino de Santiago.

	La Comunidad Europea, en su declaración de los ministros de Cultura, reunidos en Consejo, el día 17 de mayo de 1993, reconoce el Camino como patrimonio cultural común europeo.

	El Camino alcanzará su universalismo con la declaración de la UNESCO, de 11 de diciembre de 1993, en la que se le reconoce como patrimonio universal de la humanidad”.





V.- EL CAMINO DE SANTIAGO EN LA LEGISLACION AUTONOMICA ESPAÑOLA.



	La aspiración por el Estado y las Comunidades Autónomas de identificar, recuperar y revitalizar el Camino de Santiago que discurre por su territorio, se ha traducido en la promulgación de diversas normas con distinto alcance y contenido, que podemos exponer agrupadas alrededor de la figura de la respectiva entidad autonómica protagonista de la disposición, y de la importancia cuantitativa y cualitativa de las diversas normas promulgadas.



1) Galicia. 



	1- La promoción de la Ruta Jacobea a través de la ciudad de Santiago de Compostela, tenía sus precedentes tanto en el Decreto de 9 de marzo de 1940 que declaró la ciudad como Conjunto Histórico-Artístico, como en el Patronato Nacional creado por Decreto de 11 de junio de 1964,(30)� que, tras diversas vicisitudes y con la creación del nuevo organigrama territorial español, tuvo su continuidad en otros instrumentos jurídicos como el Consorcio de la Ciudad de Santiago de Compostela, (creado al amparo del principio contenido en el artículo 87 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local).(31)�



	2- La tarea fundamental se encomendaba, dentro del ámbito de la Comunidad Autónoma, a las Comisiones Territoriales del Patrimonio Histórico-Artístico, creadas por el Decreto 3194/1970, de 22 de octubre, adaptado a la nueva situación administrativo-constitucional por el Decreto 160/1982, de 1 de diciembre, promulgado por la Xunta de Galicia, y actualizado a través del Decreto 413/1986, de 18 de diciembre.



	3- La protección de la Ruta Jacobea estuvo también presente en las normas subsidiarias y complementarias de planeamiento dictadas por Resolución de 10 de enero de 1990 respecto a las provincias de La Coruña,(32)� Lugo, Orense y Pontevedra, a través de dos tipos de disposiciones:



	- Por una parte, el artículo 3.2.11 bajo el enunciado de “normas de protección del patrimonio histórico” se limitaba a recoger y reproducir los preceptos más importantes de la Ley 16/1985 del Patrimonio Histórico Español, transcribiendo literalmente, en ese sentido, los artículos 7º, 14.1, 16, 20.1, 23 y 44 de la norma estatal de 25 de junio de 1985.



	- Por otra parte, el artículo 3.3.7 atribuía a la Comisión del Patrimonio Histórico de la ciudad y del camino de Santiago de Compostela la responsabilidad de proceder a delimitar físicamente la Ruta Jacobea.(33)�



	Esta previsión vio la luz a través de la Resolución de 12 de noviembre de 1992, dictada por la Dirección General del Patrimonio Histórico y Documental de la Xunta de Galicia, por la que se concretó y definió la delimitación del conjunto histórico del Camino de Santiago, (a través del denominado como “Camino francés”), mediante el señalamiento a través de planos de los distintos municipios por los que discurre.



	4- La política de impulso del Camino de Santiago en la Comunidad Autónoma de Galicia, tiene un nuevo ejemplo en el Decreto 32/1991, de 7 de febrero, por el que se creó el Centro Coordinador Jacobeo, definido en su artículo 1º como “órgano de encuentro y colaboración de las administraciones e instituciones, fundaciones y asociaciones en las actividades, iniciativas o acciones que tengan por finalidad la potenciación del Camino de Santiago o del tema jacobeo”.



	Este órgano de naturaleza colegiada, con sede en la ciudad de Santiago de Compostela y adscripción administrativa a la Consellería de Relaciones Institucionales y Portavoz del Gobierno, tenía como funciones las enumeradas en el artículo 3º de la norma, consistentes en:

	“1. El estudio y propuesta, a las distintas administraciones, de planes, iniciativas, actividades o actuaciones destinadas a la potenciación del Camino de Santiago o de los temas jacobeos.

	2. La propuesta de coordinación de las distintas administraciones para su acción en favor del Camino de Santiago o del tema jacobeo.

	3. El cumplimiento de los trámites habilitadores para la posible aplicación de beneficios y exenciones fiscales en los términos que legalmente se determinen.

	4. El seguimiento de la ejecución de los planes, iniciativas, actividades o acciones a favor del Camino de Santiago, o del tema jacobeo, para velar por su impulsión y coordinación”.



	Para un adecuado cumplimiento de esas funciones, el Centro Coordinador Jacobeo se articulaba alrededor de las figuras de un Presidente, un Pleno, la Comisión Ejecutiva y el Vicepresidente-coordinador, sobresaliendo en su artículo 9º el gran número y heterogeneidad de los integrantes del Pleno.(34)�



	Esta norma ha sido derogada expresamente por la Ley 3/1996, de 10 de mayo, de Protección de los Caminos de Santiago.

    

	5- Mediante la Resolución de 14 de mayo de 1991 la Consellería de Ordenación del Territorio  Obras Públicas dictó las Normas Complementarias y Subsidiarias de planeamiento de La Coruña, Lugo, Orense y Pontevedra, “dedicando una especial atención a los aspectos que hacen referencia a la protección de los espacios naturales y del patrimonio arquitectónico, arqueológico y etnográfico, por estimar que las determinaciones de protección han de ser observadas con idéntico rigor  en la totalidad del territorio de Galicia, independientemente de cuál sea el grado de complejidad urbanística de cada municipio”, (conforme declara el Párrafo IV, in fine, de la Exposición de Motivos de la Resolución).



	Con independencia de las previsiones de armonización de los inmuebles al ambiente en que estuviesen situados, (artículo 17 de la Resolución en concordancia con el antiguo artículo 73, hoy 138, de las Leyes del Suelo de 1976 y 1992, respectivamente), a la salvaguardia de las áreas protegidas  (artículo 18 de la norma gallega) y, a la protección del interés paisajístico (artículo 31 de la disposición urbanística), el artículo 30 de la Resolución bajo el enunciado de “Ordenanza reguladora del suelo no urbanizable de protección del patrimonio”, despliega su eficacia en tres diferentes apartados:



	- Bajo la perspectiva de su ámbito de aplicación se incluyen, en general, tanto los terrenos afectados por la protección del patrimonio histórico-artístico, arquitectónico, arqueológico, etnográfico y cultural, como, en particular, los más significativos en cada término municipal, a los que se añadirán los que figuren recogidos en cualquier instrumento de planeamiento municipal vigente y los que se incorporen en el inventario a realizar por el órgano competente de la Consellería de Cultura.



	- Descendiendo a la especificación más concreta de las áreas de protección, se parte del principio de que mientras no se redacte el planeamiento correspondiente, será preceptivo solicitar un informe previo de la Comisión Provincial del Patrimonio, que tendrá carácter vinculante, para la realización de cualquiera de las actividades enumeradas en el artículo 178 de la antigua Ley del Suelo de 1976.

	“Las áreas de protección para los elementos puntuales, dentro de las cuales es necesario el informe antes señalado, estarán constituidas por una franja con una profundidad medida desde el elemento o vestigio más exterior del bien que se protege de:

	a) 50 metros, cuando se trate de elementos etnográficos inventariados (hórreos, palomares, cruceros y petos, hornos, ferias, molinos, etc.).

	b) 100 metros, cuando se trate de elementos de arquitectura religiosa (monasterios, conjuntos parroquiales, iglesias, capillas, santuarios, cementerios, etc.), arquitectura civil, (pazos, casas solariegas, edificios señalados, vías romanas, puentes, fuentes, pesquerías, etc.).

	c) 200 metros, cuando se trate de restos arqueológicos, (mamolas, dólmenes, petroglifos, castros, etc.).

	Cuando varios elementos singulares se articulen en un conjunto, el área de influencia se trazará a partir de los elementos más exteriores del conjunto abarcando la totalidad de aquél.

	En las solicitudes de licencia para la realización de edificaciones o actividades situadas dentro de estas franjas, se aportará la información cartográfica y fotográfica precisa para determinar el impacto que producirá la misma sobre el bien protegido”.



	- Con relación al Camino de Santiago, se parte del principio consistente en aplicar las disposiciones protectoras del Decreto estatal 2224/1962 y del Decreto autonómico 413/1986 a determinados  municipios de las provincias de La Coruña y Lugo,(35)� consagrando la medida cautelar consistente en que “hasta la aprobación del planeamiento específico para la protección del Camino de Santiago, el trazado del mismo conocido como el Camino Francés y su entorno será considerado como un conjunto inventariado, a los efectos de aplicación de estas normas, señalándose una franja de protección de 100 metros”.



	6- Para recuperar el Camino se dictaron normas como la Ley gallega 12/1991, de 14 de noviembre, sobre trabajos de dotación artística en las obras públicas y Caminos de Santiago.

	Esta norma, partiendo de la atribución a la Comunidad Autónoma de una particular sensibilidad hacia la defensa y promoción del Patrimonio Cultural, toma como estandarte de referencia al  Camino de Santiago para legitimar la intervención del Gobierno de Galicia en aras a conseguir un doble objetivo:



	- Por una parte, la promoción de acciones tendentes al mantenimiento en general del Patrimonio Cultural; y, 



	- Por otra parte, la revitalización en particular de los Caminos de Santiago.(36)�



	Para un adecuado logro de la doble pretensión enunciada, la disposición legal contempla la necesidad de reservar un porcentaje del presupuesto de las diferentes obras públicas e intervenciones administrativas patrocinadas y sufragadas total o parcialmente por la Administración autonómica gallega. 

	Esta medida, que nace con una solución de continuidad no limitada temporalmente a la celebración del Año Santo de 1993, en realidad no es sino una nueva manifestación del denominado como “uno por ciento cultural”, aunque con notables diferencias respecto al modelo estatal, reproducido con mayor o menor éxito y diferencias en la legislación de una gran parte de las Comunidades Autónomas.



	Las principales innovaciones introducidas por la Ley 12/1991 hacen referencia a los siguientes extremos:



	a) Mientras que la regulación contenida en la Ley 12/1991 despliega sus efectos respecto a la inversión realizada en obras públicas por la Xunta de Galicia, entidades públicas financiada por el Gobierno autonómico o concesionarios de los mismos, la previsión recogida en el artículo 86.2 de la Ley del Patrimonio Cultural de Galicia, de 30 de octubre de 1995, tan sólo se refiere a la reserva legal del “uno por ciento cultural” proveniente de las inversiones realizadas por el Estado en el territorio de la Comunidad Autónoma.



	b) Frente a todas las normas promulgadas a nivel nacional y autonómico en esta materia, la reserva legal establecida en la Ley de 14 de noviembre de 1991 se cifra en un 2%, lo que supone, nada más y nada menos, que el doble de las cantidades asignadas comúnmente en el resto del ordenamiento jurídico español.



	En este sentido, el transcendental artículo 4º de la norma tipifica dicha cuantía así como la forma y proporción a distribuir al señalar:

	“1. La cuantía a que alude el artículo 1 será el del dos por ciento de los fondos de aportación de la Comunidad Autónoma.

	2. Un cuarto de dicho porcentaje se destinará a la dotación artística de la obra en la que se genera; otro cuarto se destinará a la Consellería de Cultura y Juventud para la restauración de los monumentos ubicados en los tramos gallegos de los caminos de Santiago; y la mitad restante se destinara a la Conselleria de Relaciones Institucionales y Portavoz del Gobierno para la financiación inversora del Plan Jacobeo-93”.



	Para una adecuada efectividad y cumplimiento de la distribución tipificada con carácter general en el artículo 4º de la Ley 12/1991, su Disposición Adicional Segunda  preveía el establecimiento de una serie de mecanismos a tal efecto, fijados por la Consellería de Economía y Hacienda, previsión que se materializó, posteriormente a través del Decreto 4/1992, de 16 de enero.(37)�



	La regla general de distribución de cantidades derivadas de la reserva legal tipificada en la norma, presentaba, sin embargo, una excepción de carácter transitorio y provisional referida al periodo de ejecución de las directrices derivadas del Plan Jacobeo-93, en donde los porcentajes contenidos en el artículo 4º de la norma se alteraban a favor de la división de la reserva legal en dos partes, de las que una se asignaba a la Consellería de Cultura y Juventud, (para restaurar monumentos situados en el Camino de Santiago), y la otra mitad se atribuía a la Consellería de Relaciones Institucionales y Portavoz del Gobierno, (para inversiones relativas al Plan Jacobeo-93).

	Esta excepción, prevista en la Disposiciones Transitorias Primera y Segunda de la Ley 12/1991, se completa, a su vez, con la previsión consistente en dejar en suspenso durante ese periodo la aplicación de la necesidad de declarar tanto el tipo y naturaleza de los trabajos a realizar, como la selección de posibles artistas intervinientes a seleccionar por la Comisión prevista en el artículo 6º de la norma.



	c) Las pretensiones señaladas con carácter general por la norma, tendentes al mantenimiento del patrimonio cultural y a la revitalización de los caminos de Santiago, aparecen concretados e identificados en el artículo 1º, in fine, en dos diferentes finalidades prácticas:



	- Por un lado, en la realización de “trabajos artísticos, de decoración, embellecimiento, dotación de obras de arte, conservación o restauración de estas o su entorno”.

	La enumeración reproducida no parece obedecer a un criterio unificador y homogéneo, pecando de una deficiente técnica de redacción legislativa al no identificar ni al bien o bienes destinatarios de ese conjunto de medidas, ni al factor determinante y común en todos los aspectos señalados.



	Una interpretación teleológica del precepto conduciría a pensar que es el patrimonio cultural, en general, el destinatario principal de las actividades enunciadas, si bien, particularizadas en diferentes modalidades de intervención que pueden conducir a cuatro tipos de subgrupos:



	* La realización de trabajos artísticos de decoración y embellecimiento (habrá de entenderse de un bien cultural), principio que puede enlazarse con la recomendación postulada desde el artículo 7 de la propia norma, en donde se indica que “en los trabajos a que se refieren los artículos 1 y 2 se tendrá en cuenta la promoción de los valores y de los artistas gallegos, en un marco de libre concurrencia e igual participación”.

	La selección de los mencionados artistas se llevará a cabo por una Comisión, enunciada en el artículo 6º a la espera de su concreción por vía reglamentaria, de la que formarán parte, entre otros, un representante del Consejo de la Cultura Gallega y, en cada caso, el técnico autor del proyecto de que se trate. 



	* La ejecución de actuaciones de conservación o restauración, (nos imaginamos que se tratará primordialmente de un inmueble de carácter cultural, predicado que parece el más apropiado dada la alusión, a continuación, de su entorno).



	* La realización de actividades de conservación o restauración del entorno, evidentemente de un edificio o construcción cultural). 



	* Por último, la dotación de obras de arte, (habrá de entenderse a algún inmueble y, con independencia de la fórmula o instrumento jurídico utilizado para realizar dicha dotación).

 

	- Por otro lado, en actuaciones de revitalización del Camino a través de su “recorrido y zona de influencia”, dicción que permite hacer una subdivisión atendiendo al protagonismo del destinatario de la reserva legal que podrá ser:



	* La revitalización del recorrido de la propia Ruta Jacobea; o bien, 



	* La revitalización de su zona de influencia, (noción en la que se comprenderá el entorno del mismo, zona de servidumbre, y áreas análogas).



	No obstante, la distribución determinada en el artículo 4º contradice la exposición señalada, pese  su mejor sujeción al espíritu y principios consagrados por la propia norma, (recuérdese que se determina una distribución en tres partes: un 25 % para la dotación artística en la obra pública que se realice, otro 25% para restaurar los monumentos ubicados en los tramos gallegos de la Ruta Jacobea; y el 50 % restante para financiar las actividades del Año Santo compostelano de 1993.



	d) Las obras e intervenciones sometidas al cumplimiento de la exigencia de reserva legal, serían las contenidas en los artículos 1º y 2º de la norma, consistentes en:



	- Los proyectos técnicos de obras financiados, total o parcialmente, por la Xunta de Galicia.



	- Los proyectos técnicos de obras realizadas por cualquier entidad pública dentro del territorio de la Comunidad Autónoma de Galicia, siempre que la Xunta haya aportado fondos con los que financiar total o parcialmente la actuación sometida a las limitaciones presupuestarias.



	- Los proyectos de obras públicas que se ejecuten en el territorio de la Comunidad Autónoma bajo la forma de concesión administrativa siempre que se cumpla un doble requisito:



	* Por una parte, que las obras a realizar afecten a bienes de los que corresponda a la propia Comunidad Autónoma su gestión o titularidad.



	* Por otra parte, que se trate de alguno de los supuestos citados con anterioridad.



	e) Se excluyen de la sujeción restrictiva de carácter legal los tres tipos de obras enumeradas en el artículo 3º de la Ley 12/1991, supuestos que pueden agruparse en dos grandes categorías atendiendo a un criterio cualitativo y cuantitativo:



	- Con un alcance cualitativo se excluyen del ámbito de aplicación de la norma las siguientes intervenciones:



	* Por un lado, las que por sí mismas cumplan con una función integradora de manifestaciones artísticas o culturales; y,



	* Por otro lado, las derivadas de planes de inversión específicos en el Camino de Santiago.



	- Con un alcance cualitativo se excluyen del ámbito de aplicación de la norma la intervención que tuviese un presupuesto inferior a los veinte millones de pesetas.



	f) Cada proyecto de obra pública sujeta al cumplimiento del deber de reserva presupuestaria recogido en la Ley 12/1991, debía determinar con claridad el tipo y naturaleza de los trabajos artísticos a realizar, señalando, en su caso, su emplazamiento, (conforme declara el artículo 5º de la norma).

	En todo caso, el artículo 8º señala que las obras a ejecutar con los fondos provenientes de la reserva legal gozarían de la calificación de interés social, a los efectos de la aplicación de la normativa sobre expropiación forzosa y del beneficio de urgente aplicación de los bienes afectados.



	g) Con la finalidad de garantizar un adecuado control parlamentario de las actuaciones que se desarrollen tomando como base la norma de 14 de noviembre de 1991, su artículo 9º previene que cada seis meses la Xunta comunicará al Parlamento de Galicia tanto las obras realizadas al amparo de esa disposición legal, como la actividad y resultados obtenidos por la Comisión de selección de artistas beneficiarios de los fondos provenientes de la reserva legal, prevista en el artículo 6º de la norma.



	7- Dentro del Decreto 63/1992, de 19 de febrero, (publicado en el Diario Oficial de Galicia de 17 de marzo de 1992), por el que se procede a reestructurar la composición y el funcionamiento de las Comisiones Territoriales del Patrimonio Histórico en Galicia, se divide su composición en dos grandes categorías: por una parte, las que radicarán en cada provincia; y, por otra parte, la Comisión del Patrimonio Histórico de la Ciudad y Camino de Santiago.(38)�



	Con relación a la Comisión del Patrimonio Histórico de la Ciudad y Camino de Santiago, el artículo 2º delimita su ámbito territorial al conjunto histórico-artístico de Santiago de Compostela y al Camino de Santiago, (en los términos previstos por los Decretos de 9 de marzo de 1940 y de 5 de septiembre de 1962, respectivamente), afirmándose que “dependerá orgánica y funcionalmente de la Dirección General del Patrimonio Histórico y Documental de Santiago de Compostela”.



	Tras enumerarse en el artículo 3º del Decreto 63/1992 las atribuciones conferidas a favor de las Comisiones Territoriales,(39)� el artículo 5º de la propia disposición normativa expone la composición de la mencionada Comisión del Patrimonio Histórico de la Ciudad y Camino de Santiago, que será integrada por:

	“Presidente: el director general del Patrimonio Histórico y Documental.

	Vicepresidente: el subdirector general del Patrimonio Histórico y Documental.

	Vocales:

	- Un representante de la Consellería de Ordenación del Territorio y Obras Públicas.

	- Un representante de la Consellería de Educación y Ordenación Universitaria a propuesta de las universidades.

	- Un representante de la Consellería de Relaciones Institucionales y Portavoz del Gobierno.

	- Un representante del Ayuntamiento de Santiago de Compostela.

	- Un representante de cada una de las diputaciones gallegas.

	- Un representante de la UNESCO, designado por la representación de España de ese organismo internacional.

	- Un representante del ayuntamiento en el que radiquen las obras o intervenciones, quien sólo tendrá voz y voto en los asuntos que afecten a su municipio.

	- Un asesor cultural de reconocido prestigio en materia de patrimonio histórico designado por el conselleiro.

	- Un representante del Consejo de Cultura Gallega.

	- El jefe del Servicio de Obras y Restauraciones de la Dirección general del Patrimonio Histórico y Documental.

	- El jefe del Servicio de Arqueología de la Dirección General del Patrimonio Histórico y Documental.

	- Actuarán como ponentes de la Dirección General del Patrimonio Histórico y Documental de la Consellería de Cultura y Juventud, con voz y sin voto, un arqueólogo y un arquitecto de esa dirección general.

	- Actuará como secretario un funcionario de la Dirección General del Patrimonio Histórico y Documental de la Consellería de Cultura y Juventud con categoría de jefe de sección”.



	Estas Comisiones dispondrán de apoyo técnico y asesoramiento de los servicios técnicos de la Dirección General del Patrimonio Histórico y Documental de la Consellería de Cultura y Juventud (artículo 6º), pudiendo sus resoluciones ser recurridas en alzada ante el conselleiro de Cultura y Juventud (artículo 9º).



	8- La Resolución de 13 de abril de 1992 promulgó la constitución del Consorcio de la Ciudad de Santiago de Compostela, tras haber sido aprobados sus Estatutos por el Consejo de Gobierno de la Xunta de Galicia el día 26 de marzo de 1992, atendiendo al protagonismo ostentado por dicha ciudad que se refleja, según la Exposición de Motivos de la mencionada Resolución, en los siguiente extremos:



	- En primer lugar, por la importancia atribuida a Santiago de Compostela como depositaria de uno de los legados más relevantes dentro de la órbita del patrimonio histórico, según se manifestó a nivel nacional en los Decretos de 9 de marzo de 1940 y Decreto 2224/1962 que declararon como conjunto histórico-artístico tanto la Ciudad como el Camino de Santiago, respectivamente, y, a nivel internacional en la declaración de la UNESCO de 1984 como Patrimonio de la Humanidad y en la declaración del Consejo de Europa de 1987 al declararlo como primer itinerario cultural europeo, (completado por el documento del Consejo de Ministros elaborado el 31 de marzo de 1989 sobre el “Itineraire Cultural Europeen des Chemins de Saint-Jacques Compostelle”).



	- En segundo lugar, por su condición de ser sede de una Universidad con cinco siglos de antigüedad y de las instituciones políticas de la Comunidad Autónoma de Galicia.



	- En tercer lugar, la previsión de la celebración de los Años Jubilares de 1993 y 1999 hasta finalizar el siglo XX, lo que producirá un incremento de la condición de centro de confluencia de la ciudad, en especial, respecto a los peregrinos procedentes de todo el mundo.



	- Por último, la revitalización y actualización organizativa y funcional inspiradora del Real Decreto 260/1991, de 1 de marzo, por el que se crea el Real Patronato de la Ciudad de Santiago de Compostela.



	Tomando como antecedentes estas previsiones, las Administraciones del Estado, de la Comunidad Autónoma de Galicia y el municipio de Santiago de Compostela crean el Consorcio de la Ciudad de Santiago de Compostela, entidad de derecho público de carácter interadministrativo, con personalidad jurídica propia y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines específicos, (artículos 1º y 2º1 de la norma).



	Los fines perseguidos por el Consorcio aparecen concretados en un número de tres, tomando como referencia las previsiones recogidas en el Real Decreto 260/1991, concretándose, según el artículo 4º.1 en los siguientes:

	“a) Servir de apoyo administrativo y de gestión al Real Patronato de la Ciudad de Santiago de Compostela para el mejor cumplimiento por éste de sus fines propios.

	b) Asegurar el mantenimiento y la adecuada gestión de las instalaciones, equipamientos y servicios, dotados como consecuencia de actuaciones acordadas por el mismo Real Patronato.

	c) Promover y, en su caso, facilitar, en el término municipal de Santiago de Compostela, el ejercicio coordinado de las competencias de la Administración del Estado, de la Comunidad Autónoma y del municipio”.



	Por su parte, las funciones atribuidas al Consorcio de la Ciudad de Santiago de Compostela aparecen descritas en el artículo 4º.2 de la propia Resolución de 13 de abril de 1992, al exponer:

	“a) Facilitar al Real Patronato de la Ciudad de Santiago de Compostela la infraestructura administrativa precisa para su funcionamiento, pudiendo elevar al mismo iniciativas y propuestas.

	b) Impulsar, promover y coordinar la ejecución de los acuerdos, adoptados por el Real Patronato.

	c) Asumir, en su caso, la ejecución de los proyectos y la gestión de los servicios que las administraciones miembros acuerden encomendarle.

	d) Asumir la titularidad de la gestión de establecimientos y servicios públicos que, sirviendo a los fines del Real Patronato, le sea encomendada por la Administración competente.

	e) Ejercer aquellas funciones que las administraciones consorciadas le atribuyan”.(40)�



	9- El fomento de las tareas de revitalización del Camino de Santiago encuentran un nuevo testimonio en el Decreto 224/1994, de 2 de junio, por el que se crea el Registro de Entidades de Promoción del Camino de Santiago con la finalidad, según establece su artículo 1º, de “llevar a cabo actuaciones conjuntas, facilitar información recíproca y cualquier otra forma de colaboración en lo concerniente al Camino”.

	El Registro, dependiente de la Dirección General de Promoción del Camino de Santiago, es de naturaleza pública, (artículo 9º), previéndose el  carácter voluntario de las inscripciones que se realicen en él, aunque las estimula al prever que las entidades que accedan al mismo podrán obtener un doble beneficio, consistente, por un lado, en poder recibir las subvenciones que se establezcan reglamentariamente, y, por otro lado, en firmar convenios  de colaboración con la Consellería de Cultura, (artículo 4º).



	Los requisitos que han de reunir las entidades que pretendan su inscripción en el Registro, aparecen mencionados en un doble sentido acumulativo en el artículo 3º de la norma, en donde se alude:



	- Por una parte, han de tener como finalidad “la recuperación, conservación y promoción del Camino de Santiago”; y, 



	- Por otra parte, también han de tener como finalidad “la difusión de la cultura derivada del mismo”.(41)�



	10- Desarrollando las previsiones contenidas en el Decreto 169/1994, de 2 de junio, por el que se crea el denominado Comité Internacional de Expertos del Camino de Santiago, se dictó la Orden de 21 de enero de 1995, (publicada en el Diario Oficial de Galicia de 8 de febrero de 1995), estableció su reglamento de régimen interno, en el que, tras fijar como domicilio del Comité la Dirección General de Promoción del Camino de Santiago de la Consellería de Cultura (artículo 2º.1), previéndose sus sesiones ordinarias en la ciudad de Santiago, salvo que extraordinariamente se decidiera en otra ciudad de la Unión Europea (artículo 7º.1), se contemplan una serie de cuestiones procedimentales de ese órgano colegiado respecto a sus deliberaciones y adopción de acuerdos (artículos 6º y siguientes) y otra serie de extremos.

	Entre ellos, sobresalen la enumeración de los diferentes derechos y deberes de cada uno de los integrantes del Comité Internacional: presidente (artículo 3º), vocales (artículo 4º) y secretario (artículo 5º).



	Para facilitar la realización de sus funciones, los artículos 14 al 16 prevén la creación de unas Comisiones de trabajo, cuyo número será de cinco, distribuidas en una Comisión de Exposiciones; una Comisión de Publicaciones; una Comisión de Peregrinaje Actual y Caminos; una Comisión de Audiovisuales; y, por último, una Comisión Ejecutiva, destinada a atender la tramitación de asuntos en casos de urgencia o necesidad.



	11- No obstante, el mejor testimonio de la preocupación hacia la protección y revitalización del Camino de Santiago se manifiesta en la Comunidad Autónoma de Galicia a través de la promulgación de la Ley 3/1996, de 10 de mayo.(42)�

	Esta norma fue ya presentida por RODRIGUEZ-ARANA MUÑOZ quien, partiendo de afirmar que la intervención del Estado en materia del Camino de Santiago ha de circunscribirse a la preservación del patrimonio cultural común, (lo cual explica que los aspectos supracomunitarios de la Ruta Jacobea haya de regularse en el marco estatal), señala, no obstante, que el Camino en su trayecto por Galicia debe ser objeto de protección, en sus diversos aspectos, preferentemente por parte de la propia Comunidad Autónoma gallega atendiendo a su interés específico en la materia.(43)�



	Las razones que han aconsejado la promulgación de esta norma descansan en cuatro  diferentes argumentos, puestos de relieve en diversos párrafos de su Exposición de Motivos:



	- En primer lugar, la revitalización y recobración de vigencia que ostenta la Ruta Jacobea en la actualidad, atendiendo a razones espirituales, culturales, históricas, artísticas y deportivas.



	- En segundo lugar, el interés normativo demostrado hacia el Camino de Santiago tanto a nivel internacional, europeo, estatal y autonómico, lo que se ha traducido en la existencia de un auténtico ordenamiento jurídico sobre el tema, con más de cien normas dictadas.



	- En tercer lugar, la existencia de una prolija y dispersa normativa dictada a nivel de la Comunidad Autónoma de Galicia que, tomando como referencia la Ruta Jacobea, aconseja la realización de una tarea recopiladora en una norma con rango de ley formal que mantenga la integridad de las diversas disposiciones reglamentarias existentes hasta entonces, tomando como referencia los diferentes bienes jurídicos objeto de protección y concurrentes en el Camino de Santiago.



	- En cuarto lugar, la necesidad de tener en cuenta lo dispuesto en la legislación de evaluación de impacto ambiental respecto a cualquier actuación a desarrollar sobre el Camino de Santiago, fundamental declaración contenida en el artículo 16.5 de la norma.



	- Por último, en la necesidad de centrar la regulación legal en torno a la protección de la vía fundamental y de mayor valor histórico-artístico: el denominado Camino francés, (trayecto que según VICENTE RISCO era el que traían los peregrinos que venían de la Europa continental atravesando el Sur de la antigua Galia),(44)� y sobre el que la Ley 3/1996 pretende desplegar su contenido, remitiendo para las restantes vías concurrentes en el mismo, (descritas en el artículo 1º.4 de la norma y analizadas fundamentalmente por FERREIRA PRIEGUE desde una perspectiva localista,(45)� frente a la general analizada por BARREIRO RIVAS),(46)� el nivel de protección previsto en la Ley del Patrimonio Cultural de Galicia, de 30 de octubre de 1995, respecto a los que denomina como bienes catalogados.(47)� 



	Partiendo de estas premisas, el artículo primero de la norma, en sus números segundo a cuarto, define el Camino de Santiago como el constituido por todas las rutas históricas reconocidas documentalmente, distinguiendo entre una ruta calificada como principal (el denominado como “Camino francés”, delimitado en la Resolución de 12 de noviembre de 1992 de la Dirección General del Patrimonio Histórico y Documental)(48)� y otra serie de rutas secundarias (en donde se mencionan el “Camino portugués”, la “Ruta de la plata”, el “Camino del norte”, el “Camino de Finisterre”, el “Camino inglés” y la “Ruta del mar de Arousa y Ulla”).



	Delimitado el concepto de Ruta Jacobea, el artículo 1º.1 de la Ley 3/1996 establece claramente la finalidad que persigue la norma, caracterizada por la concurrencia de dos elementos: uno de carácter teleológico (respecto a los objetivos a cumplir) y otro de carácter territorial o espacial (respecto al marco geográfico de su aplicación).

	En este sentido el artículo 1º.1 declara:

	“La presente Ley tienen por objeto la delimitación y regulación de la conservación, uso y diferentes niveles de protección de los tramos de los caminos de Santiago que discurren por Galicia”.



	Con relación a su naturaleza jurídica, el artículo 4º es sumamente explícito cuando declara el carácter demanial del mismo, al afirmar expresamente que “El Camino de Santiago constituye un bien de dominio público de carácter cultural incluido en la categoría de territorio histórico”, siendo constituido por un conjunto de vías de dominio y uso público (artículo 2º.1), que se extiende a los terrenos que ocupa y a sus elementos funcionales, y, cuya anchura vendrá constituida por una franja de al menos tres metros, en los casos en que fuese necesaria su recuperación, (en donde se incluirán los elementos que conforman la estructura sobre los que se asientan los puentes por donde discurre), todo ello sin perjuicio de incorporaciones de futuros tramos del Camino que, hasta entonces, serán considerados como una servidumbre pública para el paso del Camino sobre propiedad privada de una anchura de tres metros (artículo 2º, números segundo y tercero), a través de las correspondientes operaciones de delimitación y deslinde.(49)�

	Con este motivo, es posible distinguir diversas zonas, como sería los tramos principales por donde discurre el Camino; las zonas laterales del mismo (artículo 6º); y una zona de protección de su entorno (artículo 16).

	En las zonas laterales y en la zona de protección las posibles intervenciones que en forma de obras o actividades pretendan realizarse partirán de la prohibición de realizar nuevas alineaciones o aumentos de edificabilidad (artículo 18.3 y Disposición Transitoria Tercera), y estarán condicionadas a contar con una doble autorización administrativa: 



	- Por un lado, una resolución emitida por la Consejería de Cultura, previo informe preceptivo del Comité Asesor del Camino de Santiago;(50)� y, 



	- Por otro lado, la correspondiente licencia municipal (artículo 18.2).



	La preocupación manifestada por el legislador gallego para salvaguardar la preservación natural y jurídica del camino de Santiago toma como principal exponente el principio general consagrado en el artículo 8º.1 en donde se afirma que “los poderes públicos gallegos, dentro de sus respectivas competencias, garantizarán la recuperación, conservación, mejora y protección del Camino y de todos sus elementos funcionales”, garantizando el mantenimiento y uso público del patrimonio arquitectónico y monumental situado en la Ruta Jacobea, en especial, a favor de los peregrinos, través de acuerdos con sus propietarios (si los hay).(51)�

	Correlativamente, los artículos 17 y 18 de la norma establecen una serie de previsiones fundamentales, de naturaleza urbanística, consistentes en la redacción de un Plan Especial de Protección y Promoción del Camino de Santiago,(52)� (a redactar en el plazo máximo de dos años contados a partir de la entrada en vigor de la norma, según declaraba su Disposición Adicional), y cuyas previsiones despliegan sus efectos en un doble sentido:



	- Por una parte, el Plan Especial de Protección y Promoción del Camino de Santiago se impondrá sobre los diferentes instrumentos urbanísticos que, en forma de planes especiales, estuviesen regulando los tramos de la Ruta que discurriera por los diferentes municipios de su trayecto (artículo 17.2, párrafo segundo).



	- Por otra parte, los Planes Generales Municipales de Ordenación y, en su caso, las Normas Subsidiarias urbanísticas existentes deberán incorporar en sus determinaciones y documentación las diferentes medidas recogidas en la propia Ley 3/1996 y en el Plan Especial de Protección y Promoción del Camino de Santiago (artículo 18.1).



	Las intenciones expuestas tienen su respaldo y desarrollo funcional en una serie de postulados contenidos en el texto legal, en donde sobresalen los siguientes:



	- La consideración jurídica del carácter demanial del Camino de Santiago se manifiesta, entre otros testimonios, en considerar que su destino principal será el de un sendero peatonal, destino compatible con su utilización secundaria como vía ecuestre o como vía para vehículos sin motor,(53)� siempre y cuando no supongan un peligro de destrucción o deterioro, ni una incompatibilidad con la conservación de los valores culturales insitos en el Camino (artículo 9º.1).



	- La protección de las zonas laterales del Camino, (definidas en el artículo 6º.1 como dos franjas de terreno a ambos lados de la Ruta Jacobea con una anchura mínima de tres metros a partir de su línea exterior, salvo en aquellos tramos que discurra tangencialmente a una carretera), se traduce en el artículo 11 en el establecimiento de la regla general consistente en que tan sólo se permitirán en las mismas aquellos usos que sean compatibles con la conservación del Camino, debiendo contarse en todo caso con una autorización previa emitida por la Consejería de Cultura, previo informe emitido con carácter preceptivo por el Comité asesor del Camino de Santiago (artículo 12).(54)�

	El incumplimiento de las obligaciones y prohibiciones tipificadas en la norma respecto a las zonas laterales de protección del Camino implicarán la declaración de interés social a los efectos de aplicación del instrumento de la expropiación forzosa (artículo 15).

	Este tipo de reacción también puede tener lugar respecto a bienes existentes en las mencionadas zonas laterales, en los supuestos en que sea necesario para el servicio del Camino, así como para conservarlos, repararlo o ampliarlo (artículo 14).



	- Con la finalidad de salvaguardar el Camino se establece una zona de protección de su entorno, compuesta por dos franjas de 30 metros de ancho, contados a partir de los límites exteriores del mismo, en la que el uso del suelo queda sometido a la necesidad de contar con una autorización previa emitida por la Consejería de Cultura, previo informe preceptivo emitido por el Comité Asesor del Camino de Santiago, siendo otorgado siempre que las actuaciones previstas respeten las características tradicionales de la zona y los valores de la Ruta Jacobea.(55)�

	En todo caso, en estas zonas la Consejería competente podrá llevar a cabo una ordenación espacial incluso sobre las explotaciones agrarias afectadas por el Camino.



	- Entre las facultades de intervención reconocidas a favor de la Administración autonómica para garantizar el adecuado cumplimiento de las previsiones de la Ley 3/1996, su artículo 13 le atribuye unas facultades de paralización de cualquier actividad u obra no autorizada o no ajustada a las condiciones previamente autorizadas, que se desarrollen en el ámbito protegido regulado por la norma de 10 de mayo de 1996,(56)� sin perjuicio de las posibles sanciones a imponer por la comisión de cualquier de las infracciones tipificadas en los artículos 20 a 25.



	- En cualquier caso, destaca el establecimiento en el artículo 19 de una acción pública, a favor de cualquier persona o institución “para exigir ante los órganos administrativos competentes el cumplimiento de lo previsto en la presente Ley y en el plan especial de protección y promoción”.



	Junto a los postulados expuestos, cobra una singular importancia la promoción del Camino de Santiago, para lo que el artículo 26 de la norma encomienda a la Consejería de Cultura la realización de todo tipo de actividades tendentes a conseguir el conocimiento y difusión del patrimonio histórico-cultural ligado al mismo, a través de unas directrices anuales (artículo 28).(57)�

	Ese objetivo general conseguirá su articulación a través de mecanismos de colaboración y coordinación de programas entre las Comunidades Autónomas por donde discurra la Ruta Jacobea, procurando la señalización uniforme de su trayecto (artículo 27.3); estableciendo una red de albergues de alojamiento gratuito a través de su gestión directa o indirecta por la fórmula del concierto administrativo (artículo 29); y, sobre todo, acordando beneficios e incentivos a favor de Ayuntamientos y particulares afectados por la política protectora y de conservación del Camino (artículo 27.2).



	12- Por último, subsisten o han coexistido con las disposiciones legales y reglamentarias descritas y analizadas otro conjunto de normas, de distinta índole, alcance y contenido, entre las que pueden citarse las siguientes:



	- El Decreto 389/1990, de 11 de julio, por el que se estableció el procedimiento de retención, distribución y aplicación de los fondos con cargo a los presupuestos generales, respecto a los trabajos de dotación artística en edificios y construcciones públicas del Camino de Santiago.



	- El Decreto 23/1991, de 1 de febrero, por el que se crea el cargo de Comisario Xacobeo de Galicia.



	- El Decreto 61/1991, de 14 de febrero, sobre utilización de la imagen corporativa de la organización gallega del Año Santo de 1993.



	- El Decreto 377/1991, de 19 de septiembre, por el que se creó la Sociedad Anónima de Xestión do Plan Xacobeo-93, cuyos Estatutos fueron reformados por el Decreto 2/1992, de 16 de enero.



	- El Decreto 344/1992, de 26 de noviembre, sobre normas de utilización de la red de albergues previstos en el Plan Xacobeo-93.



2) Navarra.



	La Ruta Jacobea encuentra en la Comunidad Foral de Navarra un singular testimonio de sensibilidad y preocupación hacia su defensa y conservación, traducido en la promulgación de una serie de normas que intentan fijar y delimitar, en concreto, el trayecto del Camino a su paso por Navarra y la fijación de su entorno protegido, completando las previsiones establecidas en el Decreto estatal 2224/1962.



	1- Desde una perspectiva legislativa y dentro del ámbito de ordenación del territorio en Navarra, (siguiendo la terminología de ENERIZ OLAECHEA),(58)� la Ley Foral 6/1987, de 10 de abril, reguladora de las Normas Urbanísticas Regionales para la protección y uso del territorio, tras hacer referencia en su artículo 2º.2 y calificar en su artículo 5º.6.g) como “Suelo no urbanizable de afecciones específicas” al Camino de Santiago y a las calzadas históricas, establecía en su artículo 30 el régimen jurídico aplicable a las actividades a desarrollar el trazado del Camino de Santiago y en sus zonas anejas, para lo que su Disposición Adicional Tercera preveía la necesidad de aprobar la delimitación gráfica del mismo a su paso por Navarra atendiendo, entre otros extremos, a las repercusiones que puede plantear respecto a determinados derechos subjetivos como el de propiedad.(59)�



	2- Las previsiones contenidas en aquella disposición legal tuvieron su plasmación práctica en el Decreto Foral 107/1988, de 8 de abril, por el que se procedió a delimitar provisionalmente el trazado físico del Camino de Santiago a su paso por Navarra, a la espera de su fijación definitiva, estableciéndose hasta entonces con carácter cautelar un régimen de protección del mismo.(60)�



	Las razones que aconsejaban esta actuación eran expuestas en el párrafo tercero de su Exposición de Motivos, al declarar:

	“La conservación hasta nuestros días de la mayor parte del trazado permite recuperar algunos aspectos del dinámico impulso que el Camino tuvo en su historia, si bien con una perspectiva que ha de ser netamente distinta. factores de índole cultural y turística, fundamentalmente, aconsejan conformar un régimen jurídico de protección urbanística de la trama física del Camino que logre, a un mismo tiempo, conjugar la recuperación y mejora del trazado y de su entorno con el interés de aquellas iniciativas públicas y privadas que se pretendan asentar a lo largo de su curso”.



	Con la finalidad de conseguir la delimitación física y geográfica definitiva de la Ruta Jacobea en la Comunidad Foral de Navarra, la disposición reglamentaria regulaba en su artículo segundo un procedimiento administrativo en el que se preveía la exposición pública de la documentación gráfica existente sobre la delimitación del Camino, concediéndose un plazo de dos meses para que las entidades locales afectadas, asociaciones y particulares pudiesen formular sugerencias y alegaciones. 

	Transcurrido el mencionado plazo, la Comisión Interdepartamental creada por Acuerdo de 28 de enero de 1988 emitiría un informe sobre todas las cuestiones planteadas, trámite que una vez finalizado concluiría la instrucción del expediente, presentándose por el Consejero de Ordenación del Territorio, Vivienda y Medio Ambiente al Gobierno de Navarra el documento donde constase la delimitación física definitiva del Camino de Santiago, documento que una vez aprobado sería promulgado mediante la fórmula de un Decreto Foral.



	3- Fruto de esa previsión se dictó el Decreto Foral 290/1988, de 14 de diciembre, (publicado en el Boletín Oficial de Navarra de 28 de diciembre de 1988), en el que “el Camino de Santiago, a su paso por Navarra, queda delimitado físicamente, de modo definitivo, conforme al trazado señalado en la documentación gráfica que, convenientemente diligenciada, obra en el expediente correspondiente”, (conforme declara su artículo 1º.1).



	Sin perjuicio de las correspondientes delimitaciones concretadas en el expediente definitivo, el artículo 1º.2 del Decreto estableció un principio fundamental de concreción e identificación  de la Ruta Jacobea, como fórmula que garantizase en cualquier supuesto la pervivencia de sus límites mínimos e insoslayables, cifrados en tres metros de ancho, (a título de servidumbre e independientemente de la fijación de su entorno protegible, dada su naturaleza de bien de interés cultural, establecido provisionalmente en treinta metros de distancia contados desde el borde exterior del Camino). 

	Con esta idea declaraba:

	“En todo caso, el Camino de Santiago queda constituido por los terrenos que ocupe y sus elementos funcionales en una franja de tres metros de ancho. En los casos en que el Camino discurra por puentes, formarán también parte de aquél los soportes de la estructura”.



	Por lo tanto, la Ruta Jacobea se perfila en la Comunidad de Navarra estructurada alrededor de tres diferentes tipos de franjas sucesivas y de extensión concéntrica:



	- El Camino de Santiago en cuanto bien declarado de interés cultural en forma de Conjunto Histórico, (según la primitiva dicción del Decreto estatal 2224/1962, de 5 de septiembre.



	- Una zona de servidumbre del mismo, fijada en una franja de tres metros de ancho.



	- El entorno protegido del mismo, dado su carácter de bien de interés cultural, fijado inicialmente en treinta metros de distancia, contados desde el borde exterior del Camino, (a falta de la correspondiente delimitación que realice el planeamiento comarcal o local).(61)�



	El contenido del Decreto Foral se traducía en el establecimiento de una serie de medidas y previsiones tendentes a proteger y garantizar la pervivencia de la Ruta Jacobea en la Comunidad Autónoma de Navarra, coexistentes con las recogidas en la legislación sobre patrimonio histórico (que habrán de entenderse de carácter prevalente y prioritario).



	Los principales rasgos recogidos en el Decreto 290/1988 se caracterizan por el establecimiento de una serie de reglas generales y particulares que afectan tanto a la zona de servidumbre como al entorno protegido de la Ruta Jacobea.



	A) Con carácter general, pueden exponerse los siguientes postulados:



	- No se permitirán en la zona de servidumbre ni en la franja de protección del entorno nuevas alineaciones, aumentos de la edificabilidad y parcelaciones o agregaciones, con excepción de los procesos de concentración parcelaria, (que se podrán llevar a cabo a través de una ordenación especial).

	La contravención de este principio calificará a la actividad realizada como ilegal, pudiendo la Administración Local o Autonómica ordenar su reconstrucción o demolición con cargo al responsable de la infracción, de conformidad con los términos recogidos en el artículo 36 de la Ley Foral 6/1987, de 10 de abril, (lo que implicará “a) La eliminación de elementos o instalaciones y construcciones; b) La inhabilitación o destrucción de los accesos, viales y otras infraestructuras implantadas; y c) Cuantas otras medidas sean precisas para la efectiva restitución de los terrenos a su estado originario”.



	- La delimitación física del Camino de Santiago en los nuevos tramos a revitalizar conllevará la declaración de interés social y la necesidad de ocupación de los bienes y adquisición de derechos correspondientes, a los fines de expropiación, ocupación temporal o imposición o modificación de servidumbres. 

	En los supuestos de ocupación de bienes, adquisición de derechos e imposición de servidumbres, necesarios para restaurar el Camino, el procedimiento aplicable será la Ley de Expropiación Forzosa lo que conllevará, entre otras consecuencias, la atribución del calificativo de bienes de dominio público a los obtenidos por ese medio, quedando afectos al uso general, (según proclaman los diversos párrafos que componen el artículo 5º del Decreto Foral).



	B) Con carácter especial, pueden señalarse los siguientes extremos:



	1- Con relación al régimen de protección urbanística.



	El artículo 6º de la norma parte de exigir que el planeamiento local y comarcal deberá incorporar a sus determinaciones y documentos la delimitación física del Camino y las determinaciones sobre su régimen de protección.

	Este régimen de protección, previsto en el artículo 2º, toma como referencia el denominado suelo no urbanizable y urbanizable no programado (categoría ésta última suprimida a nivel estatal por el Real Decreto Ley 5/1996), en donde el destino del Camino será el de sendero peatonal y ecuestre de largo recorrido, quedando prohibido el tráfico rodado de vehículos de motor excepto en aquellos tramos que con anterioridad al día 22 de abril de 1988 sirvieran como vial de acceso a fincas cuyo único o más directo acceso sea el Camino.

	Se fija una zona de servidumbre de tres metros medidos desde cada borde exterior de dicho Camino, (salvo en los tramos en que aquél discurra tangencialmente a una carretera, en cuyo caso la zona de servidumbre de tres metros se establecerá para el borde del camino opuesto a la carretera), en donde son de aplicación las siguientes reglas:



	- Se podrá plantar arbolado e instalar los demás elementos complementarios al Camino.



	- Se prohibe la explotación minera, la extracción de gravas y arenas, las canteras y la corta a hecho, pudiendo autorizarse el resto de actividades que no impliquen movimiento de tierras.



	- Pueden autorizarse las infraestructuras, quedando prohibidas las demás actividades constructivas.



	La franja de protección provisional del entorno del Camino, (fijada inicialmente en treinta metros de distancia contados desde su borde exterior), se caracteriza por el establecimiento de las siguientes determinaciones:



	- Se prohibe la corta a hecho, pudiendo autorizarse las acciones que impliquen movimientos de tierras, la roturación, la quema de vegetación, y el aprovechamiento maderero y de leña.



	- Se pueden autorizar las infraestructuras y las instalaciones vinculadas a la conservación, mejora y disfrute del Camino y su entorno, prohibiéndose todas las demás.



	Para solicitar la concesión de la oportuna autorización con la que realizar cualquiera de las actividades permitidas en la zona de servidumbre o en la franja de protección del entorno del Camino de Santiago, se seguirá el procedimiento previsto en los artículos 31 y 32 de la Ley Foral 6/1987, en el que se incluirán las particularidades contenidas en el artículo 2º.6, in fine, del Decreto de 14 de diciembre de 1988, (respecto a la necesidad de contar con un informe emitido por la Institución Cultural “Principe de Viana”).(62)�



	2- Con relación a las infraestructuras y concentración parcelaria.

     

	El artículo 3º.1 del Decreto Foral 290/1988 parte de establecer que en los supuestos en que la ejecución de una infraestructura viaria o hidráulica, o un proceso de concentración parcelaria, hagan necesario ocupar ineludiblemente un tramo del Camino, podrá autorizarse aunque condicionando la aprobación a la presentación de un Proyecto de desarrollo de la intervención a realizar, en el que se prevea reponer el trazado del Camino o dotar de un trazado alternativo al tramo afectado, (que quedará sometido al régimen de protección urbanística ya expuesto).



	3- Con relación al régimen de autorizaciones.



	Con objeto de reforzar las garantías de protección del Camino de Santiago, el artículo 4º del Decreto parte de establecer un principio fundamental consistente en que el otorgamiento de cualquier licencia municipal respecto a actividades que afecten al Camino de Santiago precisará de una previa resolución otorgada por el Consejero de Ordenación del territorio, Vivienda y Medio Ambiente, (mecanismo similar a las autorizaciones previas y condicionantes que han de otorgar los Departamentos de Cultura respecto a las licencias municipales que afecten a intervenciones u obras a realizar sobre bienes culturales).



	4- Con relación a las infracciones y régimen disciplinario.

  

	El artículo 7º de la norma reglamentaria tipifica como infracciones administrativas graves o leves una serie de conductas que vulneren la integridad física del Camino de Santiago,(63)� contemplando su sanción, en forma de multas de carácter económico, a través del régimen disciplinario establecido en el artículo 8º del propio Decreto Foral, en el que se distinguen las siguientes notas características:



	- Se establece en el apartado primero una prelación jerárquica respecto a la autoridad pública competente para imponer las sanciones administrativas en forma de multa, atendiendo a su importe. 

	En este sentido intervienen los Alcaldes, (hasta 100.000 pesetas), el Director General de Ordenación del Territorio, Vivienda y Medio Ambiente, (hasta 250.000 pesetas), el Consejero de Ordenación del Territorio, Vivienda y Medio Ambiente (hasta 1.000.000 de pesetas), y el Gobierno de Navarra, (desde 1.000.000 de pesetas).



	- El procedimiento sancionador debía ajustarse a los principios y previsiones recogidos en la actualidad por los artículos 127 a 138 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, (al haber derogado esta norma los artículos 133 a 137 de la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958, disposición a la que se remitía el artículo 8º.5 del Decreto Foral).

    

	- Las sanciones se impondrían con independencia dela obligación de los responsables de resarcir los daños, indemnizar los perjuicios causados y restaurar el Camino o sus elementos a la situación inicial. 



	- Para cuantificar las multas se debían tener en cuenta la gravedad de la materia, la entidad económica de los hechos constitutivos de la infracción, la reiteración y el grado de culpabilidad de la persona responsable, (imputabilidad que podría recaer en una persona física o jurídica, por las infracciones cometidas por sus órganos o agentes).(64)� 

	También debía tenerse en cuenta que cuando el beneficio obtenido con la infracción fuese superior a la sanción correspondiente, ésta debería incrementarse en la cuantía equivalente al beneficio obtenido.



	4- La admirable labor desarrollada por la Comunidad Foral de Navarra para fijar y delimitar el trayecto del Camino de Santiago a su paso por su territorio, no se ha detenido en los Decretos de 8 de abril y 14 de diciembre de 1988, sino que ha tenido una nueva continuación con la Orden  Foral 107/1993, de 23 de abril, en el que, partiendo de los antecedentes legislativos existentes sobre el tema a nivel del Estado y de la Comunidad Autónoma, se pretende continuar  la tarea iniciada por el Decreto Foral 290/1988, fijando y delimitando de una manera más precisa el ámbito territorial de la Ruta Jacobea a su paso por Navarra, tomando como referencia una doble fuente legal: 



	- Por un lado, las previsiones contenidas en la Ley 16/1985 del Patrimonio Histórico Español, con especial incidencia respecto a las competencias atribuidas en el artículo 6º.a) de la norma estatal a favor de los órganos culturales de la Comunidad Autónoma; y, 



	- Por otro lado, los Decretos Forales 217/1986, de 3 de octubre y 572/1991, de 30 de diciembre, por los que se regula la declaración de Bienes de Interés Cultural en el marco de la Comunidad Autónoma.(65)�



	Con esta intención, el párrafo segundo de la Exposición de Motivos de la norma declaraba:

	“Para favorecer una mejor aplicación a este Bien de Interés Cultural (se refiere al Camino de Santiago) de la protección establecida en la legislación de Patrimonio Histórico resulta necesario fijar y delimitar, de una manera más precisa, el ámbito territorial de este conjunto histórico. Se propone para ello basarse en la delimitación ya aprobada por el Gobierno de Navarra a efectos de protección urbanística”.



	Los objetivos perseguidos por la disposición reglamentaria se articulaban alrededor de tres diferentes elementos:



	- En primer lugar, fijar y delimitar provisionalmente el ámbito territorial del Camino de Santiago, a su paso por la Comunidad Autónoma, a efectos de afianzar su protección legal dada su naturaleza de Bien de Interés Cultural, tomando como referencia la documentación gráfica y descripción literal que acompañaba a la Orden Foral.



	- En segundo lugar, proceder a la apertura de un periodo de información pública para que en el plazo de un mes, contado desde su anuncio en el Boletín Oficial de Navarra, pueda ser examinado el expediente administrativo y se presenten las alegaciones que se estimasen convenientes por parte de cualquier persona física o jurídica.



	- En tercer lugar, notificar la norma reglamentaria al Servicio del Patrimonio Histórico de la Dirección General de Cultura de Navarra y a las Entidades Locales afectadas.(66)�



	5- Fruto del periodo de alegaciones previsto en la Orden Foral 107/1993, el Gobierno de Navarra  dictó el Acuerdo de 25 de octubre de 1993 en el que se resolvían  las diversas pretensiones suscitadas sobre el tema, (un total de siete), motivando jurídicamente las razones que condujeron a la adopción de las diferentes soluciones recogidas en el mencionado instrumento jurídico.



	6- Las modificaciones recogidas en el citado Acuerdo se exteriorizaron normativamente a través de la promulgación del Decreto Foral 324/1993, de 25 de octubre, por el que se “fija y delimita definitivamente el ámbito territorial del Camino de Santiago, a su paso por Navarra, al efecto de complementar la declaración como conjunto histórico-artístico efectuada por Decreto 2224/1962, de 5 de septiembre”, (artículo 1º de la disposición reglamentaria).



	Los principios definitivos extraibles de esta norma se articulan en dos diferentes aspectos:



	- Por una parte, se considera que el ámbito territorial de la Ruta Jacobea en la Comunidad Autónoma de Navarra es el fijado en la Orden Foral de 23 de abril de 1993, con las modificaciones incorporadas por el Acuerdo del Gobierno de Navarra de 25 de octubre de 1993.



	- Por otra parte, se establece que el entorno afectado por la declaración del carácter cultural del Camino de Santiago es una franja de protección de treinta metros de distancia, contados desde su borde exterior.(67)�



	Con independencia de todas las normas expuestas, la Comunidad Foral de Navarra ha asumido la necesidad de que junto a la protección legal y jurídica en general de la Ruta Jacobea, es necesario, paralelamente, adoptar una serie de medidas destinadas a su fomento y promoción.

	Con esta idea se dictaron diversas disposiciones de contenido económico y de difusión publicitaria del mismo.



	7- Desde una perspectiva económica destacan las diversas convocatorias de ayudas para la adquisición, construcción, adecuación y equipamiento de locales con destino a albergues de peregrinos (publicadas en los Boletines Oficiales de Navarra, de 9 de marzo de 1990, 19 de marzo de 1993, 11 de febrero de 1994, 10 de marzo de 1995, y 12 de febrero de 1996).



	8- Desde la perspectiva de la difusión publicitaria destaca el Decreto Foral 90/1993, de 15 de marzo, por el que se aprobó el símbolo gráfico “Navarra. Año Jacobeo 93”, destinado a identificar las acciones que realizase tanto el Gobierno autonómico, como instituciones públicas, asociaciones y empresas privadas, (previamente autorizadas), durante 1993 con motivo del Año Jubilar, y con el propósito de promocionar el Camino de Santiago en Navarra, (a cuyo fin se permitía su reproducción en publicaciones, señalización exterior e interior, elementos publicitarios y demás soportes).(68)�



	9- El Decreto Foral 98/1991, de 21 de marzo, en el que se procede a regular los proyectos de obras a ejecutar como consecuencia de los procesos de concentración parcelaria.

	Esta norma, tras partir del principio general de la necesidad de obtener una autorización previa del Departamento de Ordenación del Territorio, Vivienda y Medio Ambiente, (de conformidad con las previsiones establecidas en los artículos 31 y 32 de la Ley Foral 6/1987), determina que en las solicitudes que se formulen deberán presentarse una serie de documentos entre los que destacan una Memoria elaborada por la Administración autonómica entre cuyos datos debe figurar “el valor de su patrimonio histórico-cultural (Camino de Santiago, Cañadas)”, que hagan conveniente su conservación durante y después del proceso de concentración (artículo 2º.1), in fine). 



	10- El Decreto Foral 76/1995, de 27 de marzo, (publicado en el Boletín Oficial de Navarra de 19 de abril de 1995), procedió a regular los campamentos de turismo en la Comunidad Autónoma con un sentido menos restrictivo que la normativa hasta entonces en vigor y que procede a derogar,(69)� estableciendo en su artículo 6º.3 la prohibición de establecerlos en diversos lugares en donde destacan:

	a) “En los suelos categorizados como Reserva Integral, Reserva Natural, Enclaves Naturales, alta productividad agrícola, infraestructuras existentes o previstas, entorno de núcleos de población, entorno de bienes inmuebles de interés cultural, cañadas y zonas de protección del Camino de Santiago o de otros itinerarios de interés.

	d) A menos de 50 metros de bienes inmuebles de interés cultural o de edificios de interés que participen de valores históricos, culturales o ambientales, o a distancia inferior a 30 metros del Camino de Santiago, calzadas históricas o de otros itinerarios de interés. El planeamiento urbanístico podrá establecer justificadamente otras distancias, siempre que continúe garantizándose la preservación del entorno inmediato de esta clase de bienes de interés cultural”.



	11- El reglamento señalado debe completarse con las previsiones recogidas en el Decreto Foral 226/1993, de 19 de julio, (publicado en el Boletín Oficial de Navarra de 30 de julio de 1993), en donde se regulan las condiciones medioambientales de la acampada libre, en donde, partiendo de la prohibición general de acampar en el interior de determinados espacios naturales portadores de valores ecológicos o históricos necesitados de protección (Apartado Ultimo de la Exposición de Motivos), la medida restrictiva se especifica en el artículo 2º respecto a las siguientes situaciones:

	“c) A menos de tres metros del borde del Camino de Santiago, Cañadas o itinerario del Plazaola.

	g) A menos de 100 metros de edificios con características histórico-artísticas, típicas o tradicionales o de miradores de paisajes pintorescos señalizados al efecto”.(70)�

		



3) Castilla y León.



	Las actuaciones previstas por la Junta de Castilla y León en la promoción, recuperación y conservación de la Ruta Jacobea, en el trayecto que discurre por su ámbito territorial, se centran en torno a dos diferentes tipos de normas:



	a) Por un lado, las creadoras y reguladoras de la Comisión interadministrativa encargada de su recuperación y revitalización; y



	b) Por otro lado, las dedicadas a impulsar y fomentar económicamente las intervenciones sobre el Camino de Santiago.



	a) Dentro de las normas creadoras y reguladoras de la Comisión interadministrativa de recuperación y revitalización del Camino de Santiago en la Comunidad Autónoma castellano-leonesa sobresalen las siguientes normas:



	1- Siguiendo un orden cronológico en la fecha de su promulgación, cabe destacar que fue el Decreto 286/1987, de 10 de diciembre, el que creó la Comisión de Castilla y León para la recuperación y revitalización del Camino de Santiago en el ámbito de la Comunidad Autónoma.(71)�



	Entre las diversas razones esgrimidas por el ejecutivo autonómico para crear este órgano administrativo de carácter colegiado, el párrafo tercero de su breve Exposición de Motivos señalaba:

     “Por todo ello, considerando la necesidad de impulsar iniciativas, coordinar actuaciones y articular demandas, perece conveniente la creación de una comisión que integre a los distintos órganos de la Administración de la Comunidad con competencias en la materia, así como que sirva de cauce de relación con otras administraciones, asociaciones y particulares”.



	Los objetivos pretendidos por la Comisión aparecían enumerados expresamente en el artículo 2º de la disposición reglamentaria, en donde se indicaba:

	“1. Promover iniciativas relativas a la recuperación y revitalización del Camino de Santiago, en el ámbito Territorial de la Comunidad de Castilla y León.

	2. Coordinar las actuaciones de los distintos organismos de la Administración de la Comunidad Autónoma.

	3. Informar los programas sectoriales de actuación que tengan relación con el Camino de Santiago y se promuevan desde la Administración de la Comunidad Autónoma.

	4. Servir de cauce a las relaciones que sobre este tema se planteen con otras administraciones, asociaciones y particulares”.



	2- Con posterioridad, el Decreto 71/1988, de 20 de abril, procedió a introducir una reforma en la composición de la Comisión para la recuperación y revitalización del Camino de Santiago, incorporando entre los Vocales a un representante de los municipios situados en la Ruta Jacobea, designado por la Federación Regional de Municipios y Provincias de Castilla y León.(72)�



	3- Recientemente, el Decreto 32/1996, de 15 de febrero, ha procedido a dotar a la Comisión de Castilla y León para la recuperación y revitalización del Camino de Santiago de un nuevo marco orgánico y estructural, señalando una nueva composición de sus miembros, así como una remisión a la aplicación supletoria de las normas contenidas en los artículos 22 al 27 de la Ley estatal 30/1992, de 26 de noviembre, respecto a la adopción de acuerdos en el seno de los órganos colegiados, para lo que ha derogado el Decreto 71/1988.(73)�

	Esta norma sería modificada en virtud del Decreto 108/1997, de 15 de mayo, por el que se incluye como vocal en la Comisión al Director General de Asuntos Europeos de la Consejería de Economía y Hacienda.



	b) El impulso y fomento de la recuperación y revitalización del Camino de Santiago a su paso por la Comunidad Autónoma de Castilla y León ha encontrado su mejor testimonio en dos diferentes tipos de normas:



	- Por una parte, la Orden de 11 de junio de 1990 estableció una serie de ayudas para mejorar la infraestructura turística en la Comunidad Autónoma, señalando en el artículo 2º.2 entre sus beneficiarios, a las empresas privadas que se propusiesen realizar inversiones “en localidades situadas en el Camino de Santiago en su transcurso por la Comunidad Autónoma de Castilla y León, que se relacionan en el Anexo I”, (documento en el que se enumeraban una serie de pueblos y localidades de las provincias de Burgos, Palencia y León).

	Con esta finalidad, el artículo 3º de la norma preveía una subvención a fondo perdido por importe de hasta un 10% del presupuesto de inversión aprobado por la Consejería de Fomento, (cifrados en la cantidad de cincuenta millones de pesetas, según confesaba el artículo 1º de la disposición reglamentaria).(74)�

     

	- Por otra parte, el Boletín Oficial de Castilla y León de 17 de diciembre de 1993 convocó una serie de subvenciones para la realización de actividades relacionadas con el Camino de Santiago.



	4- Con un alcance similar, aunque orientado principalmente hacia la promoción turística, la Ruta Jacobea constituye en Castilla y León un fiel reflejo y exponente de referencia de futuras actividades a emprender en esa materia.

	Dentro de esta órbita destacan dos tipos de actuaciones:



	- En primer lugar, el Plan Regional para el desarrollo turístico de la Comunidad Autónoma de Castilla y León, aprobado mediante Acuerdo de 4 de agosto de 1994, en donde se prevé la elaboración de Rutas Turísticas de carácter monográfico que giren alrededor de un eje central, en el que la Ruta del “Camino de Santiago” (en las provincias de Burgos, Palencia y León) cobrará un especial protagonismo; y, 



	- En segundo lugar, el Programa de promoción y comercialización turística de Castilla y León, ha sido impulsado por la Consejería de Industria, Comercio y Turismo de Castilla y León, mediante Orden de 3 de junio de 1996, en donde se destaca que la conservación de los monumentos de la Comunidad Autónoma constituye un factor clave y decisivo en su oferta turística, actuación que no sólo ha de mantenerse sino potenciarse, combinándolo con el impulso de grandes itinerario culturales como son el Camino de Santiago o la denominada “Ruta de la Plata”.

	Por lo que se refiere específicamente a la Ruta Jacobea, es concebida como el máximo exponente de una combinación de los elementos Cultura/Paisaje para un turismo itinerante de tipo cultural.



	5- Por último, también cabe citar la Resolución de 18 de marzo de 1993, dictada por la Dirección General del Patrimonio y Promoción Cultural de la Consejería de Cultura y Turismo, por el que se acordó incoar expediente para delimitar la zona afectada por la declaración del conjunto histórico-artístico del Camino de Santiago, en su trayecto conocido como “Camino francés”.



4) La Rioja.



	1- El Camino de Santiago en la Comunidad Autónoma de La Rioja tiene como principal disposición reguladora el Decreto 20/1988, de 20 de mayo, por el que se crea la Comisión para la recuperación y revitalización del Camino de Santiago, como órgano interdepartamental de coordinación, integrado en la Consejería de Educación, Cultura y Deportes de la Comunidad Autónoma.(75)�

	El párrafo sexto de la Exposición de Motivos de la norma parte de establecer una declaración de carácter genérico y solemne, al afirmar que “el Camino de Santiago constituye para la Comunidad de La Rioja, una de sus señas de identidad, siendo una vía de comunicación cultural entre sus pueblos, de relación con otras regiones españolas y de integración europea”.



	Tomando como premisa esa triple finalidad teleológica desempeñada por la Ruta Jacobea en la Comunidad Autónoma, dos son las funciones atribuidas a la Comisión con carácter directo por el artículo segundo de la citada disposición reglamentaria, y que se concretan en los siguientes extremos:

	“1. La planificación, promoción y coordinación de las distintas actuaciones sobre el Camino de Santiago de los distintos organismos y entidades públicas dependientes de la Comunidad Autónoma.

	2. La promoción de iniciativas de todo orden que puedan desarrollar entidades públicas y privadas para la recuperación y revitalización del Camino de Santiago”.



	A esta clasificación ha de sumarse la facultad de carácter indirecto atribuida a la Comisión por el artículo 5º del propio Decreto 20/1988, consistente en que en “los programas de actuación que se promuevan por cualquier organismo de la Comunidad Autónoma que tengan relación con el Camino de Santiago requerirán el informe previo de la Comisión que se crea por este Decreto, que estará facultada para solicitar de los mismos cuantos informes y propuestas considere necesarios para el desempeño de su función”.



	2- Fruto de esas previsiones, se firmó un Convenio Marco en 1990 entre la Consejería de Educación, Cultura y Deportes de la Comunidad Autónoma de La Rioja y el Instituto de la Juventud del antiguo Ministerio de Asuntos Sociales con la finalidad de establecer las bases de cooperación para la organización, realización, seguimiento y evaluación del Programa de Recuperación del Patrimonio Natural y Cultural del Camino de Santiago, dirigidos a los jóvenes y a la población en general.



	Tomando como base esa finalidad genérica, el Convenio aspira a conseguir cuatro objetivos de carácter mediato, consistentes en:



	- “Elevar el nivel y la calidad de la formación profesional de los jóvenes universitarios y mejorar su preparación a la vida adulta y profesional y la formación continua.



	- Diversificar la oferta de formación profesional para los jóvenes en función de sus aptitudes, en base a cualificaciones necesarias y reconocidas.



	- Promover la capacidad de adaptación de sistemas de formación profesional en función de los cambios económicos, tecnológicos y sociales.



	- Añadir una dimensión comunitaria a las cualificaciones requeridas y ofertas sobre el mercado de empleo”.



	Para conseguir esos objetivos, el Convenio Marco basa su desarrollo en tres tipos de bloques de actividad, articulados alrededor de las siguientes áreas:



	- En primer lugar, el Area de investigación pretende impulsar un estudio del medio físico, y otra serie de estudios de carácter sociológico, etnológico y sobre el Patrimonio Histórico.



	- En segundo lugar, el Area de formación incidirá en los aspectos pedagógicos orientados a complementar la formación de jóvenes licenciados residentes a lo largo de la Ruta Jacobea, formando guías especializados en el camino de Santiago y enseñando una metodología para el estudio de archivos.



	- En tercer lugar, el Area de difusión postula la divulgación de las características del Camino de Santiago a través de folletos, videos, publicaciones y cualquier otro tipo de medio de comunicación similar, completado con la creación de una oficina de información al peregrino.



	El plazo de duración del Convenio era en principio indefinido, entendiéndose tácitamente prorrogado si ninguna de las partes firmantes lo denunciaba dentro de los tres meses inmediatamente anteriores a la finalización de cada ejercicio anual.(76)�



	3- Por último, también destaca la Resolución de 28 de junio  de 1988, dictada por la Consejería de Ordenación del Territorio y Medio Ambiente, respecto a diversos instrumentos de carácter urbanístico que podían tener incidencia en la Ruta Jacobea.



5) Cantabria.



	En la Comunidad Autónoma de Cantabria tan sólo cabe citar la Orden de 8 de mayo de 1991, (anteriormente analizada), nacida con la doble finalidad de redescubrir el Camino de Santiago que discurre por la Región, impulsando, (para lo que se crea una Comisión Regional dedicada la Recuperación y Revitalización del Camino de Santiago en Cantabria), incluyéndose a la Comunidad Autónoma, a su vez, en la Comisión de Trabajo creada en Santiago de Compostela el 15 de marzo de 1991.

	Los objetivos perseguidos por la Comisión Regional aparecen enumerados en el artículo 3º de la norma, que pueden ser agrupados en torno a dos clases de presupuestos: unos de carácter nominado (previsto en las letras a), b) c) y d), ); y otros de carácter innominado (recogidos en la cláusula abierta contenida en la letra e) del referido precepto). 

	Dichos objetivos son los siguientes:

	“a) Protección y recuperación física del Camino.

	b) Promoción y Difusión Cultural.

	c) Actuación sobre el Patrimonio Histórico Artístico.

	d) Apoyo y Promoción del Peregrino.

	e) Y todos aquellos otros que ayuden al cumplimiento de la finalidad esencial de recuperación y revitalización del Camino de Santiago en Cantabria”.



6) Asturias.



	El Principado de Asturias ha promulgado hasta la actualidad dos tipos de normas: una dedicada a crear la Comisión dedicada a la identificación, recuperación y revitalización del Camino de Santiago en la Comunidad Autónoma; y, otra destinada a otorgar ayudas públicas a los Ayuntamientos para recuperar elementos de interés en el Camino de Santiago.



	1- La creación de la Comisión del Principado de Asturias para la identificación, recuperación y revitalización del Camino de Santiago, es una realidad desde la promulgación del Decreto 3/1996, de 8 de febrero, al que su artículo 2º atribuye unas funciones propias de una Comisión de relación entre todos los Departamentos del Gobierno Autonómico, con el siguiente catálogo:  

	“1. Promover iniciativas relativas a la identificación, recuperación y revitalización del Camino de Santiago, en el ámbito territorial del Principado de Asturias.

	2. Coordinar las actuaciones de los distintos organismos de la Administración de la Comunidad Autónoma.

	3. Informar los programas sectoriales de actuaciones que tengan relación con el Camino de Santiago y se promuevan desde la Administración de la Comunidad Autónoma.

	4. Servir de cauce a las relaciones que sobre este tema se planteen con otras administraciones, asociaciones y particulares”.(77)�



	2- Las ayudas públicas destinadas por el Principado de Asturias a los Ayuntamientos de la Comunidad Autónoma por donde discurre la Ruta Jacobea, al objeto de fomentar la recuperación de elementos de interés existentes en el mismo, tiene un único ejemplo en la normativa publicada en ese sentido en el Boletín Oficial del Principado de Asturias de 1 de octubre de 1993, coincidiendo con la última celebración del Año Santo Compostelano.



	3- Con anterioridad, y desde una perspectiva puntual, también puede citarse el Convenio de Colaboración de 13 de septiembre de 1990, firmado entre el Ministerio de Cultura y la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias para el desarrollo del Programa “Asturias en las peregrinaciones a Santiago de Compostela”.



7) Aragón.



	La única disposición legal contenida en la Comunidad Autónoma de Aragón se ha plasmado en el Decreto 96/1988, de 24 de mayo, por el que se crea la Comisión Técnica de Coordinación para la recuperación y revitalización del Camino de Santiago, (adscrita al Departamento de Cultura y Educación del Consejo de Gobierno de la Diputación General de Aragón).



	Las funciones atribuidas por el artículo 5º de la norma a la Comisión son las siguientes:

	“a) Promover iniciativas y elaborar propuestas de actuación para la recuperación y revitalización del tramo aragonés del Camino de Santiago.

	b) Planificar y coordinar las actuaciones de los distintos Departamentos de la Diputación General de Aragón en la materia relacionada con el Camino de Santiago.

	c) Informar cuantas cuestiones le sean sometidas por el Presidente sobre la recuperación y revitalización del Camino de Santiago”.(78)�



8) País Vasco.



	La Comunidad Autónoma del País Vasco ostenta hasta la actualidad la triste cualidad de ser el único territorio con vinculaciones directas o indirectas con la Ruta Jacobea que carece de ninguna norma dictada sobre la materia.





� Mariñas Otero, E.: “El Camino de Santiago en el arte y en la cultura europea”, Revista “Estudios Turísticos”, (nº 106 de 1990), página 41.

� Vázquez de Parga, J.L; Lacarra, J.Mª; y Uría Riu, J.: “Las peregrinaciones a Santiago de Compostela”, Tomo I, (Madrid, 1949), páginas 255 y siguientes.

� Rodriguez-Arana Muñoz, Jaime.: “El Camino de Santiago: Una aproximación competencial”, Estudios Jurídicos sobre el Camino de Santiago, Fundación Instituto Gallego de Estudios Autonómico y Comunitarios”, 1993), página 64, y “La competencia de la Comunidad Autónoma Gallega y el Camino de Santiago”, (RDU, nº 133, mayo-junio 1993), páginas 59 y siguientes.

	Trasladando la cuestión al protagonismo que los distintos poderes públicos han de desempeñar en este tema, este autor afirma: “Hoy, los poderes públicos tienen la obligación moral y positiva de hacer del Camino de Santiago ese espacio europeo propio, enraizado en la memoria colectiva, que tanto habla del espíritu y de los fundamentos de una civilización más justa: de tolerancia, de solidaridad y de generosidad.

	Las peregrinaciones al sepúlcro del apostol Santiago el Mayor forman parte de uno de los fenómenos religiosos y espirituales de mayor calado de la historia occidental. El Camino es, en si mismo, un bien cultural que debe promover y protegerse en la medida en que se ensambla a la perfección con alguno de los valores superiores del ordenamiento jurídico como son la justicia o la libertad entendida como libre desarrollo de la personalidad”.

� Granado Hijelmo.: “La Rioja y el camino de Santiago: estructuras jacobeas del sistema riojano”, Jornadas sobre Protección Jurídica del Camino de Santiago, (Santiago de Compostela, 1992), página 50.

� Valiña Sampedro, E.: “El Camino de Santiago, estudio histórico-jurídico”,  (Madrid, 1971).

� López Ramón, F.: “La protección jurídica del camino de Santiago en Aragón”, Jornadas sobre la Protección Jurídica del camino de Santiago, (Santiago de Compostela, 23-25 de abril de 1992), páginas 4 y siguientes.

	Con esta idea, afirma que aunque el Camino es uno, los niveles de protección requieren un mínimo común denominador ya que de lo contrario se corre el peligro de generar una pluralidad inconexa de planteamientos administrativos en la aplicación de las diversas potestades de policía, planificación, fomento o de servicio público que configuran elrégimen legal del Camino de Santiago.

� El Decreto 2224/1962, de 5 de septiembre, partía de reconocer en su Preámbulo dos diferentes datos fundamentales: por una parte, la gran importancia histórico-espiritual que el Camino de Santiago representaba en la História de España, y, por otra parte, la necesidad de dotarlo de una adecuada protección jurídica que evite los posibles daños, menoscabos o destrucción de sus elementos configuradores.

	Con esta idea, el Preámbulo de la norma declaraba:

	“La ruta jacobea o Camino de Santiago conserva en nuestra Patria un profundo arraigo sentimental y espiritual que no desmerece ni se debilita con el transcurso del tiempo.

	Este sentimiento se sobrepone a cualqueir otra consideración o estimación de orden material de tal modo que esta vía está representada actualmente en nuestro ánimo con los mismos vigorosos trazos que ofrecía en la antigüedad.

	 Aparte de ello es bien cierto que la mayoría de la ruta es conocida en muy diversos tramos, en los que existen edificios y conjuntos de indudable valor histórico y artístico, y que una labor de conservación y delimitación permitiría restablecer el Camino - con el peculiar sentido que hay que conceder en este caso a tal expresión -, sino en su totalidad, al menos en sus partes más interesantes.

	Por todo ello, y para evitar que con el paso de los años pueda desaparecer totalmente algo que ha adquirido resonancia universal y que tan profundamente está unido al sentimiento patrio, es aconsejable adoptar las medidas necesarias que con la flexibilidad que el caso requiere permitan la reconstrucción, conservación y protección del Camino de Santiago. (...)”.

	El Decreto se estructuraba interiormente en dos grandes intenciones.

	a) Por un lado, la declaración de la Ruta Jacobea como Conjunto Histórico-Artístico, (artículos 1º al 3º).

	b) Por otro lado, la creación del Patronato Nacional del Conjunto Histórico-Artístico del Camino de Santiago, (artículos 4º y 5º).

	- El artículo 1º declaraba: “Se declara conjunto histórico-artístico el llamado Camino de Santiago, comprendiéndose en esta declaración los lugares, edificios y parajes conocidos y determinados actualmente y todos aquellos otros que en lo sucesivo se fijen y delimiten por el Patronato que se crea por este mismo Decreto”.

	El título competencial para la administración del Estado venía reconocida en el artículo 2º al indicar: “La tutela de este conjunto, que queda bajo la protección del Estado, será ejercida por el Ministerio de Educación Nacional”, mientras que los destinatarios o sujetos pasivos de las obligaciones derivadas por el nuevo estatuto jurídico que se creaba con la declaración cultural, aparecían mencionados en el artículo 3º al exponer: “Las Corporaciones municipales, así como los propietarios de los inmuebles a los que afecte esta declaración, quedan obligados a la más estricta observancia de las Leyes del Tesoro artístico, municipal y de Ensanche de poblaciones”.

	- Con relación a las funciones y composición interna del Patronato Nacional, el artículo 4º enumeraba los integrantes de carácter pemanente, al señalar : 

	“Para proceder a una delimitación lo más completa posible de este conjunto, ejercer vigilancia sobre el mismo y realizar cuantas funciones sean necesarias para su conservación, desarrollo y administración, se constituirá un Patronato Nacional presidido por el Ministro de Educación Nacional o en su delegación por el Director General de Bellas Artes, quien será Vocal permanete del mismo, y del que además formarán parte como Vocales un representante designado por el Cardenal Arzobispo de Santiago, el Comisario General del Servicio de Defensa del Patrimonio Artístico Nacional, un representante designado por cada uno de los Ministerios de asuntos Exteriores, del Ejercito, de la Gobernación, de Obras Públicas, de Información y Turismo y de la Vivienda, designados por sus representantes titulares; un representante de la Comisión Gestora de Turismo del Instituto Nacional de industria y dos representantes de cada una de las provincias afectadas por esta declaración y designados por los respectivos Gobernadores civiles y otro por las Diputaciones provinciales correspondientes”.

	Junto a la composición permanente y tipificada, el artículo 5º permitía la incorporación de otros representantes y la desconcentración de funciones a favor de Patronatos de carácter provincial y local. Con esta idea afirmaba: 

	“El Ministerio de Educación Nacional dictará cuantas disposiciones sean necesarias en orden a la constitución y funciones del expresado Patronato y, se le autoriza para que a propuesta del Patronato Nacional pueda designar nuevos Vocales a título personal y nombrar Patronatos provinciales y locales que se consideren convenientes para su mejor desarrollo y para el cumplimiento y ejecución del prsente Decreto”.

� Raposo Arceo, Juan; y Muiño Fidalgo, Luis.: “La protección jurídica del Camino de Santiago”, Estudios Jurídicos sobre el Camino de Santiago, Fundación Instituto Gallego de Estudios Autonómico y Comunitarios”, (1993), páginas 31 y 32.

	En este sentido afirman: “(...) el legislador, al no deslindar materialmente el Camino, no puede garantizar la adecuada protección del mismo ni ejercer su función tutelar, limitándose, como ya hemos indicado anteriormente, a meras declaraciones programáticas y de intenciones, pero sin ninguna aplicación práctica. La mera referencia a “... lugares, edificios y parajes conocidos y determinados actualemnte y todos aquellos otros que en lo sucesivo se fijen y delimiten...”, nos sume en la incertidumbre; incertidumbre material por cuanto observamos que el legislador realiza una referencia genérica a “lugares, edificios y parajes”, amparando bajo dicha normativa tanto a las construcciones humanas (“edificios”), como a los espacios naturales (“lugares” y “parajes”), dualidad, que si bien en principio nos parece correcta dada las especiales carácterísticas del bien en cuestión, queda desvirtuada por su falta de concreción, pues no se precisa si los edificios integrados en el Camino, han de tener una determinada edad, pertenecer a un específico estilo arquitectónico, o guardar cierta proximidad, que tampoco se concreta, con el camino en cuestión, al que no hace referencia expresa el artículo que estamos comentando, pues la expresión “lugares y parajes” parece recoger un concepto estático del mismo, y no dinámico, como sería más apropiado dada su significación de vía de comunicación; e incertidumbre temporal, por cuanto el legislador habla de “... determinados actualmente y ... que en lo sucesivo se fijen y delimiten...” por cuanto, ni se determinaron en el momento de la promulgación del Decreto, ni se fijo un plazo al Patronato, entonces creado, para su determinación, ni se delimitó con posterioridad”.

� Cfr.: Meilán Gil, J.L.: “La regulación jurídica del “Camino de Santiago” desde la perspectiva del Estado autonómico”, Estudios Jurídicos sobre el Camino de Santiago, Fundación Instituto Gallego de Estudios Autonómico y Comunitarios”, (1993), página 14.

� Lopez Ramón, F.: “La protección jurídica del Camino de Santiago en Aragón”, Jornadas sobre protección jurídica del Camino de Santiago, Escola Galega de Administración Pública, (1992), páginas 4 y 5.

� Rodriguez-Arana Muñoz, Jaime.: “El Camino de Santiago: Una aproximación competencial”, Estudios Jurídicos sobre el Camino de Santiago, Fundación Instituto Gallego de Estudios Autonómico y Comunitarios”, (1993), página 64, y “La competencia de la Comunidad Autónoma Gallega y el Camino de Santiago”, (RDU, nº 133, mayo-junio 1993), página 88.

� López Ramón, F.: “La protección jurídica del Camino de Santiago en Aragón”, Revista Gallega de Administración Pública, número 3, (1993), página 150.

� Meilán Gil, J.L.: “La regulación jurídica del “Camino de Santiago” desde la perspectiva del Estado autonómico”, Estudios Jurídicos sobre el Camino de Santiago, Fundación Instituto Gallego de Estudios Autonómico y Comunitarios”, (1993), páginas 15 a 18. 

	Los argumentos ofrecidos por la Sentencia del Tribunal Constitucional de 31 de enero de 1991 son bastante reveladores del acierto en la postura mantenida por este autor, cuando declara:

	“(...) como ha señalado abundante jurisprudencia de este Tribunal (SS.TC. 80/1985, 18/1982 y 96/1986, entre otras), existe un deber general de colaboración entre el Estado y las Comunidades Autónomas que no es preciso justificar mediante preceptos concretos (y que se ve reforzado por el mandato del artículo 149.2), porque es de esencia al modelo de organización territorial del estado implantado por la Constitución; de modo que la previsión genérica de medidas que faciliten “su” colaboración y el mutuo intercambio de información en materia de Patrimonio Histórico, no sólo puede considerarse contrario a la Constitución, sino exigido por el artículo 149.2 CE porque además el precepto habla de “facilitar (no imponer) esa colaboración” (la de la Administración del Estado), con los restantes poderes públicos y la de éstos entre sí”.

	Con relación al tema de la coordinación y colaboración interadministrativa puede verse, del mismo autor: “La ordenación jurídica de las autonomías”, Editorial Tecnos (1988), así como el artículo “Autonomías y descentralización local”, Revista Española de Administración Local, número 243, (1989); Menéndez, P.: “Las potestades administrativas de dirección y coordinación territorial”, (1993).

� Granado Hijelmo.: “La Rioja y el camino de Santiago: estructuras jacobeas del sistema riojano”, Jornadas sobre Protección Jurídica del Camino de Santiago, (Santiago de Compostela, 1992), página 51.

� El Convenio de colaboración para la recuperación y revitalización del Camino de Santiago en la Comunidad Autónoma de La Rioja tiene su reflejo exterior en el Convenio de 15 de abril de 1991, (publicado en el Boletín Oficial de La Rioja, de 27 de abril de 1991), cuyo contenido es parco al afirmar tan sólo:

	“El Consejo de Gobierno en su reunión del pasado día 4 de abril de 1991 acordó ratificar en todo su contenido el “Convenio de Cooperación para el desarrollo del suscrito el día 22 de octubre de 1987 en Santiago de Compostela entre las Comunidades Autónomas y la Administración Central para la recuperación y revitalización del Camino de Santiago” y el “Acuerdo para la petición de la adopción de determinadas actuaciones al Gobierno de la nación con ocasión de la celebración del Año Santo de 1993”, suscritos ambos entre el Presidente de la Comunidad Autónoma de La Rioja y los Presidentes de las Comunidades Autónomas de Galicia, Aragón, Foral de Navarra y Castilla y León”.

� La Orden de 8 de mayo de 1991, (publicada en el Boletín Oficial de Cantabria de 20 de mayo de 1991), fue promulgada por la Comunidad Autónoma de Cantabria con una doble finalidad recogida en su Exposición de Motivos, y consistente en: 

	- Por un lado, redescubrir el Camino de Santiago que discurre por la Región; y

	- Por otro lado, impulsar la inclusión de la Comunidad Autónoma en la Comisión de Trabajo creada en Santiago de Compostela el 15 de marzo de 1991, constituyendo una Comisión Regional que incluya a las instituciones, tanto públicas como privadas, directamente afectadas por el fenómeno de la Ruta Jacobea, (según señala el artículo 4º de la disposición reglamentaria), que ayude “a la recuperación y revitalización del Camino de Santiago en Cantabria y se entronque con el Camino de Santiago, como Primer Itinerario Cultural Europeo, por parte del Consejo de Europa”.

	Con este doble presupuesto, el artículo 1º de la norma crea la Comisión para la Recuperación y Revitalización del Camino de Santiago en Cantabria, (integrada por las personas enumeradas en el artículo 2º), a la que el artículo 3º de la norma atribuye los siguientes objetivos:

	“a) Protección y recuperación física del Camino.

	 b) Promoción y Difusión Cultural.

	c) Actuación sobre el Patrimonio Histórico Artístico.

	d) Apoyo y Promoción del Peregrino.

	e) Y todos aquellos otros que ayuden al cumplimiento de la finalidad esencial de recuperación y revitalización del Camino de Santiago en Cantabria”.

� López Ramón, F.: “La protección jurídica del Camino de Santiago en Aragón”, Revista Galega de Administración Pública (REGAP), número 3, (1993), página 158.

� El Real Decreto 1530/1991, de 18 de octubre, argumentaba en su Preámbulo la necesidad de creal el Consejo Jacobeo atendiendo a dos diferentes factores: la futura celebración del Año Santo Jubilar y el interés por revitalizar el Camino. 

	Con ese sentido se declaraba: 

	“La proximidad de la celebración del Año Jacobeo y el creciente interés por la recuperación del Camino de Santiago, como hecho cultural que forma parte esencial del patrimonio europeo,”, motivo por el que se han originado un conjunto de acciones “tanto a cargo de la Administración del Estado como de las Comunidades Autónomas por las que transcurre el Camino, para dar respuesta a las demandas que en torno a este hecho se han articulado”.

	No obstante estos argumentos, el Reglamento confesaba veladamente la carencia hasta entonces de una adecuada coordinación interadministrativa de las diferentes Administraciones Públicas concurrentes en la materia, según podía deducirse del último párrafo del Preámbulo, donde se afirmaba: 

	“Con el fin de asegurar que tales acciones administrativas cumplan del mejor modo posible los objetivos que las justifican, la Administración del Estado y las Comunidades Autónomas del Camino han coincidido en la conveniencia de crear un órgano que facilite el intercambio de información entre ambas instancias, la programación concertada de las acciones a cargo de daca una de ellas, así como la coordinación de actuaciones en aquellos casos en que se estime preciso por ambas Administraciones”.

	A tenor de lo dispuesto en el artículo 2º del Real Decreto, la composición del Consejo Jacobeo estaría integrada por dos diferentes tipos de personas: unas de carácter permanente y otras de carácter variable.

	A) Con carácter permanente, la composición del Consejo Jacobeo es el siguiente:

	- Presidente: El Ministro de Cultura.

	- Vicepresidente: El Consejero de Relaciones Institucionales y Portavoz del Gobierno de la Junta de Galicia.

	- Vocales: Un representante, con rango de Subsecretario, de los Ministerios de Economía y Hacienda; Obras públicas y Transportes; Industria, Comercio y Turismo; Asuntos Exteriores; y Cultura, que actuará como Secretario del Consejo.

	- Un representante con cargo de Consejero, de las Comunidades Autónomas de Galicia, Castilla y León, La Rioja, Aragón, Navarra, País Vasco, Cantabria y Asturias.

	B) Con carácter variable, podrán asistir también a las sesiones del Consejo representantes de instituciones culturales, académicas, eclesiásticas y otras que, por su relación con las actividades del Consejo Jacobeo, sean expresamente convocadas al efecto por el Presidente.

� El Real Decreto 1095/1997, de 4 de julio, (publicado en el Boletín Oficial del Estado de 5 de julio de 1997), ha procedido a reaorganizar el Consejo Jacobeo, derogando expresamente el Real Decreto 1530/1991 (conforme declara su Disposición Derogatoria Unica), entrando en vigor al día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial del Estado (según señala su Disposición Final Unica).

	La influencia e incidencia que el artículo 149.2 de la Constitución tiene en el establecimiento del principio de la comunicación interadministrativa, tiene su traducción, por lo que al Consejo Jacobeo se refiere, en los argumentos introductorios consignados en los dos primeros párrafos de la Exposición de Motivos, en donde se declara:

	“La Constitución establece en su artículo 149.2 que “sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas, el Estado considerará el servicio de la cultura como deber y atribución esencial y facilitará la comunicación cultural entre las Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas2. Este mandato constitucional obliga a las Administraciones públicas a promover la coordinación, cooperación y comunicación de las actividades culturales, procurando así optimizar los beneficios sociales y económicos que estas actividades producen.

	Para dar cumplimiento al mandato constitucional en todo lo relativo al Camino de Santiago, realidad cultural y turística internacionalmente reconocida, el Real Decreto 1530/1991, de 18 de octubre, creó el Consejo Jacobeo, como órgano de colaboración entre la Administración del Estado y las Comunidades Autónomas, para canalizar las actuaciones que aquéllas realizarán en este ámbito”.

	El Consejo Jacobeo se concibe, por tanto, como un órgano colegiado, cuyos cargos serán honoríficos, sin derecho a percibir retribución alguna, y cuya organización se estructura alrededor de la figura del Pleno y de la Comisión Ejecutiva.

	1) El Pleno se integra por una serie de miembros enumerados en el artículo 3º de la norma, unos de carácter permanente y fijo, y otros de carácter variable y contingente.

	a) Con carácter permanente, se encuentran los relacionados en el apartado primero, (que pueden delegar su representación y asistir a las reuniones acompañados de asesores en número indeterminado), consistentes en:

	“Presidente: El Ministro de Educación y Cultura.

	Vicepresidente: El Consejero de Cultura y Comunicación Social de la Junta de Galicia.

	Vocales:

	 - El Secretario de Estado para la Cooperación Internacional y para Iberoamérica.

	 - El Secretario de Estado de Comercio, Turismo y de la Pequeña y Mediana Empresa.

	 - El Secretario de Estado de Cultura.

	 - El Secretario de Estado para la Administración Pública.

	 - El Subsecretario de Economía y Hacienda.

	 - El Subsecretario de Fomento.

	 - El Subsecretario de Medio Ambiente.

	Un representante con rango de Consejero de las Comunidades Autónomas del País Vasco, Galicia, Principado de Asturias, Cantabria, La Rioja, Aragón, Navarra y Castilla y León.

	 - El Director General de Bellas Artes y Bienes Culturales.

	Secretario: El Director General de Cooperación y Comunicación Cultural”.

	b) Con carácter contingente, pueden acudir a las reuniones del Consejo, con voz pero sin voto, representantes de instituciones eclesiásticas, culturales, académicas y otras que por su relación con las funciones del Consejo sean convocadas por su Presidente.

	El Consejo puede constituir Ponencias Técnicas que, presididas por un Consejero de las comunidades Autónomas en turno rotativo, aborden el estudio y formulen propuestas sobre los asuntos concretos que se les encomienden, con base a la relación competencial prevista en el apartado quinto del propio artículo tercero de la norma.

	2) La Comisión Ejecutiva, integrada por el Director General de Cooperación y Comunicación Cultural, (e su calidad de Presidente), por un representante con rango de Director General, designado por cada uno de los vocales del Pleno, (en concepto de vocales de la Comisión Ejecutiva), y al subdirector General de Comunicación Cultural con las Comunidades Autónomas, (en calidad de Secretario), realizarán las funciones que le encomienda el artículo 4º.2 del Real Decreto de 4 de julio de 1997, consistentes en:

	“a) Impulsar la coordinación entre las diversas instituciones y Comunidades Autónomas para la realización de los trabajos necesarios que permitan al Pleno del Consejo Jacobeo el cumplimiento de sus funciones.

	 b) La aplicación y seguimiento de los acuerdos que se tomen en el Pleno del Consejo Jacobeo”.     

� Estos autores se limitan a reproducir esquemáticamente las previsiones recogidas al respecto en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1993, agrupándolas en los siguientes niveles:

	- Beneficios fiscales aplicables al Impuesto de Sociedades, consistentes en una deducción de la cuota líquida del Impuesto correspondiente al 15 % de la inversión que se realizase en activos fijos de materiales nuevos; obras de rehabilitación de edificios y construcciones jacobeas; obras de mejora en fachadas medio ambiente y espacios vinculados a la Ruta Jacobea; edición de libros y producciones cinematográficas o audiovisuales sobre el Año Santo Compostelano de 1993; así como la propaganda a nivel nacional o internacional realizada sobre dicho evento.

	- Beneficios fiscales aplicables al I.R.P.F., correspondiendo también el 15 %  del desembolso realizado a  actividades relacionadas con el Año Santo Compostelano de 1993.

	- Beneficios fiscales en el Impuesto de Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, consistentes en una reducción del 95 % de su importe por actividades de promoción de la Ruta Jacobea durante 1993 que tuviesen su constancia o refeljo en un documento sometido al pago del mencionado impuesto.

	- Beneficios fiscales aplicables al Impuesto de Actividades Económicas, traducido en una bonificación del 95 % de las operaciones sujetas al impuesto pero realizadas para la promoción del Año Jubilar de 1993.

	- Beneficios fiscales aplicables a las tasas y tributos locales, destinados a empresas que realizasen actividades dstinadas a cumplir los objetivos del Año Santo Compostelano, a cuyo fin se otorgaráin deducciones del 95 % de la cuota de los mismos.

	Cfr. Alvarez Romero, Enrique y Sanchez Gonzalez, José María.: “Medias de Fomento”, Estudios Jurídicos sobre el Camino de Santiago”, Fundación Instituto Gallego de Estudios Autonómico y Comunitarios”, (1993), páginas 134 a 136.

�  Estas actividades no son exclusivas del Camino de Santiago. Basta citar, a título de ejemplo, las medidas de fomento que se patrocinaron desde la Comunidad Autónoma de Cantabria para potenciar la adecuada celebración del denominado como “Año Jubilar Lebaniego”, y que tuvo como principales manifestaciones normativas las dos siguientes:

	a) Por una parte, la Ley 8/1995, de 4 de abril, procedió  a conceder un crédito extraordinario de 225 millones de pesetas destinado financiar los actos que se celebraron con ocasión de tan singular evento.

	b) Por otra parte, la Orden de 24 de octubre de 1994 creó la Comisión para la Promoción del Año Jubilar Lebaniego.

� Esta previsión legal completa las previsiones contenidas en la Disposición Adicional Decimoquinta de la Ley 65/1997, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1998, en donde se establecen las actividades y programas prioritarios de mecenazgo para 1998, enumerándose las siguientes situaciones:

	- Se prorrogan los efectos de de la Disposición Adicional Vigésima Octava de la Ley 41/1994, de 30 de diciembre, respecto a la conservación, reparación y restauración de los bienes singulares declarados como Patrimonio de la Humanidad, las catedrales y los bienes culturales incluidos en el Anexo XI de dicha Ley.

	- Se amplía la relación de los bienes recogidos en el mencionado Anexo XI de la Ley 41/1994, incluyendo a los Monasterios de Yuso y Suso y de San Millán de la Cogolla (La Rioja); el Palau de la Música Catalana y el Hospital de Sant Pau (Barcelona); las Médulas (León); y el Monte Perdido en los Pirineos.

	- Las inversiones realizadas por personas físicas y jurídicas destinadas al Instituto Cervantes y las Instituciones con fines análogos de las Comunidades Autónomas con lengua oficial propia, “para la promoción y difusión de la lengua española y de las lenguas oficiales de los diferentes territorios del Estado español, mediante redes telemáticas y nuevas tecnologías”.

	El aludido Anexo XI de la Ley 41/1994 hacía referencia a una serie singularizada de bienes culturales clasificados en tres grandes categorías: Grupo I (integrado por los “Bienes singulares declarados patrimonio de la humanidad”); Grupo II (“Catedrales españolas”); y Grupo III (compuesto por un conjunto heterogeneo bajo la denominación de “Otros bienes culturales”).

� Dentro de la evolución normativa que ha tenido al Camino de Santiago como protagonista directo o indirecto, también puede citarse la Orden del Ministerio de Educación Nacional de 11 de marzo de 1944, que creó la Biblioteca Jacobea; la Orden del Ministerio de Hacienda de 10 de julio de 1964, sobre la concesión de créditos para la construcción de alojamientos en la Ruta de Santiago; la Orden del Ministerio de Educación y Ciencia de 30 de abril de 1976, que amplía las zonas monumentales de Santiago de Compostela; etc...

� Bassols Coma, Martín.: “Instrumentos legales de Intervención urbanística en los Centros y Conjuntos Históricos”, Revista Española de Derecho Urbanístico, (mayo-junio, 1990), páginas 13 y siguientes.

� León, José Miguel y López Araquistain, Jesús.: “Camino de Santiago”. Tramo Riojano, (trabajo elaborado en 1986 para el entonces Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo).

	Los principales problemas detectados por estos investigadores fueron los siguientes:

	- La existencia de tramos invadidos por el cultivo agrícola de particulares, explotaciones forestales o ganaderas, en algunos casos promovidas por la propia Administración a tarvés de proyectos de concentración parcelaria que no salvaguardaron debidamente el trazado del Camino.

	- El asentamiento de poblaciones situadas en el límite del Camino, al que llegan a invadir con desperdicios, chatarras, escombros, y demás materiales de deshecho que contribuyen a crear problemas de salubridad y estética.

	- La existencia de carreteras e intersecciones de las mismas trazadas sobre el primitivo recorrido del camino, que originan peligro y desorientación al posible peregrino que siga el Camino a pie.

	- La existencia de explotaciones mineras, piscícolas, hidraulicas y forestales, causando un notorio impacto ambiental. 

� Ortega Valcárcer, José.: "El Patrimonio territorial. El territorio como recurso cultural y económico", Actas de la IX Conferencia Internacional sobre conservación de Centros Históricos y del Patrimonio Edificado”, (Valladolid, 7 al 11 de julio de 1997), página 13.

� A. Soria y Puig, en su obra “El Camino de Santiago”, MOPT, Madrid, 1991, 2 Vols., parte de realzar el significativo papel que tiene la noción de territorio como unidad integrada por diversos elementos, en donde la Ruta Jacobea constituye uno de sus posibles factores delimitadores. Con esta idea afirmaba que “ha supuesto la contemplación del Camino de Santiago como una franja territorial en la que sobre, y en torno, al eje viario y estructura son identificados, se integra un conjunto de infraestructuras, servicios, edificios y elementos construidos, en el marco de un variado sistema de entornos, que introducen paisajes y morfologías específicas en cada tramo o área, de acuerdo con las características de esta”.

� Raposo Arceo, Juan; y Muiño Fidalgo, Luis.: “La protección jurídica del Camino de Santiago”, Estudios Jurídicos sobre el Camino de Santiago, Fundación Instituto Gallego de Estudios Autonómico y Comunitarios”, (1993), página 37.

� Corriente Córdoba, J.A.: “El Camino de Santiago y la protección internacional de bienes culturales”, Jornadas sobre Protección Jurídica del Camino de Santiago, (Santiago de Compostela, 1992), páginas 8 y siguientes.

	Para este autor, el Consejo de Europa en su Declaración de 23 de octubre de 1987 pretende que se continue el trabajo de identificación de los Caminos de Santiago sobre el conjunto del territorio y espacio europeo, estableciendo un sistema de señalización de sus principales puntos, unido a una acción coordinada de restauración y potenciación del patrimonio cultural y natural existente en la Ruta Jacobea, en donde se potencie el intercambio permanente entre las ciudades y los pueblos por los que discurre su trayecto, recuperando su legado histórico, artístico, musical y literario.

�  El Patronato Nacional de Santiago de Compostela fue creado por el Decreto 1941/1964, de 11 de junio, (reformado posteriormente por los Decretos 3406/1964, de 22 de octubre; 1771/1971, de 9 de julio; 387/1976, de 6 de febrero; y 2834/1979, de 23 de noviembre; y por el Real Decreto 260/1991, de 1 de marzo, que creó  el Real Patronato de la Ciudad de Santiago de Compostela), teniendo como misión “promover y coordinar cuantas inversiones deban realizar en Santiago los diversos Organismos oficiales estatales y locales para obras, instalaciones y servicios que tomarán a su cargo en cuanto redunden en la conservación y defensa de los valores religiosos, históricos, turísticos y de todo orden de dicha ciudad”, (artículo 1º).

	El Patronato, presidido honoríficamente por el Rey, tenía como atribuciones específicas las enumeradas en el artículo 4º, párrafo primero de la norma, consistente en :

	“a) Promover la ejecución de obras, servicios e instalaciones que sirvan al fomento de los intereses religiosos y de los turísticos de la ciudad y la construcción y establecimiento de medios adecuados de transporte y vías de comunicación urbana e interurbanas para facilitar el acceso a la misma.

	 b) Coordinar las distintas inversiones que se proyecten por los diversos órganos estatales, provinciales y municipales para aquellas obras, instalaciones o servicios.

	c) Promover cuantas iniciativas y planes tiendan a dar eficacia y esplendor a los aspectos histórico-artísticos de la ciudad”.

	En todo caso, todas estas actuaciones debían quedar supeditadas a los planes y proyectos de conjunto estudiados por el propio Patronato y aprobados por la Administración respecto a actividades, obras y servicios a realizar, considerándose de utilidad pública los proyectos de obras e instalaciones que se aprobasen para el cumplimiento de esas finalidades, mediante la utilización de la expropiación forzosa y de la ocupación urgente de los bienes necesarios, (drástica medida tipìficada en el artículo 5º de la norma).

� El Consorcio de la Ciudad de Santiago de Compostela se constituyó el día 28 de abril de 1992, concebido como un ente instrumental para llevar a cabo las determinaciones contempladas en el Real Decreto 260/1992, de 1 de marzo, como consecuencia de la decisión adoptada por el Real Patronato en su sesión constitutiva del día 11 de junio de 1991.

	Un estudio más detenido de este organismo ha sido realizado por Javier Castiñeira Izquierdo en “La protección del Camino en la capital de Galicia”, Estudios Jurídicos sobre el Camino de Santiago, Fundación Instituto Gallego de Estudios Autonómico y Comunitarios”, (1993), páginas 122 a 124.

�  La Ley 2/1998, de 3 de marzo, (publicada en el Boletín Oficial del Estado de 4 de marzo de 1998), ha procedido a modificar la denominación oficial de las provincias de La Coruña y Orense, llamándose desde entonces como A Coruña y Ourense.

� La Resolución de 10 de enero de 1990 (publicada en el Diario Oficial de Galicia de 18 de enero de 1990), por la que se dictaron las normas urbanísticas subsidiarias y complementarias de las cuatro provincias gallegas, exponía la necesidad de delimitar el camino de Santiago a través del señalamiento de la franja de territorio por el que histórica y geográficamente ha discurrido, acompañada de la fijación tanto de una zona de servidumbre, como de una franja de protección de su entorno, en donde se limitarán los usos mediante la necesidad del otorgamiento de un autorización administrativa.

	Hasta el momento en que se dictase el correspondiente instrumento urbanístico protector, las normas subsidiarias y complementarias establecían una serie de medidas cautelares a través de la fijación de un área de protección con una serie de distancias de garantía en donde se prohibía construir o edificar.

	Con anterioridad , desde una perspectiva urbanística, cobraba un destacado papel las medidas urgentes para la ordenación urbanística de Galicia, operada en virtud del Decreto 242/1989, de 2 de noviembre, (publicado en el Diario Oficial de Galicia de 15 de noviembre de 1989), en cuyo artículo 18.1, al enumerar las determinaciones que habrían de contener las normas complementarias y subsidiarias de planeamiento, mencionaban en su apartado b) “espacios de interés arquitectónico, arqueológico o etnográfico, tales como pazos, castros, monasterios, ermitas y edificaciones singulares”, reservando en su apartado c) una referencia al patrimonio natural en forma de conservación al paisaje.

� El Decreto 32/1991, de 7 de febrero, (publicado en el Diario Oficial de Galicia de 18 de febrero de 1991), enumera en su artículo 9º a los componentes del Plano del Centro Coordinador Jacobeo, conformando un elenco singular tanto por el número de integrantes (un total de 57, ¡cincuenta y siete!), como por la heterogeneidad de los mismos atendiendo a la representación que ostentan, (en donde se incluyen desde el Presidente de la Xunta y varios Consejeros del Gobierno autonómico, a representantes de las Administraciones Locales de Galicia, miembros del Arzobispado de Santiago y de la Iglesia gallega, rectores de las Universidades de la Comunidad Autónoma, hasta representantes de empresarios de todo tipo, entidades de crédito, asociaciones y fundaciones, y dos alcaldes elegidos entre los de los Ayuntamientos del Camino Francés y del Camino Portugués).

� La Resolución de 14 de mayo de 1991, (publicada en el Diario Oficial de Galicia de 19 de junio de 1991), establece en su artículo 30.3 que la protección dispensada al Camino de Santiago por el Decreto estatal 2224/1962 y por el Decreto Autonómico 413/1986, se extenderá a los Municipios siguientes: PROVINCIA DE LA CORUÑA: Melide, Arzúa, O Pino y Santiago de Compostela; PROVINCIA DE LUGO: Piedrafita, Tracastela, Samos, Sarria, Paradela, Portomarín, Monterroso y Palas de Rei”.

� La Ley 12/1991, de 14 de noviembre, (publicada en el Diario Oficial de Galicia de 26 de noviembre de 1991), muestra en los tres primeros párrafos de su Exosición de Motivos los argumentos que han conducido a la necesidad de su promulgación, a cuyo objeto afirmaba:

	“Galicia, nacionalidad histórica, es una de las Comunidades Autónomas que cuenta con una riqueza histórico-monumental indiscutible, lo que demuestra una gran sensibilidad cultural a lo largo de su existencia.

	Dentro de Galicia, Santiago de Compostela constituye el fin del primer camino cultural de Europa, con una influencia contrastada por la propia historia en la configuración de la conciencia europea.

	Estos hechos aconsejan promover desde el Gobierno de Galicia acciones tendentes al mantenimiento del patrimonio cultural y a la revitalización de los caminos de Santiago, y a tales propósitos obedece esta Ley”. 

� El Decreto 4/1992, de 16 de enero, (publicado en el Diario Oficial de Galicia de 23 de enero de 1992), estableció el siguiente procedimiento de distribución de las cantidades consignadas en la Ley 12/1991:

	- Artículo 1: “Al objeto de dar cumplimiento a lo establecido por las disposiciones transitorias de la Ley 12/1991, de 14 de noviembre, de trabajos de dotación artística en las obras públicas y en los caminos de Santiago de la Comunidad Autónoma de Galicia, en relación con los artículos 1 y 4 del mismo Cuerpo Legal, se establece para las consellerías de la Xunta de Galicia y sus organismos autónomos, el siguiente procedimiento:

	 a) Por la Consellería de Economía y Hacienda se tramitará expediente de modificación presupuestaria por transferencia, para dar de baja en las aplicaciones destinadas a proyectos técnicos de obras del capítulo VI de los estados de gasto de todas las consellerías y organismos autónomos y del importe financiado únicamente con fondos de la Comunidad Autónoma, el 2 % del 60 %  de dicho importe, con carácter de “a cuenta”.

	 b) El montante total que resulte será distribuido al 50 % entre las Consellerías de Cultura y Juventud y de Relaciones Institucionales y Portavoz del Gobierno, situándose en sus respectivos estados de gasto para los fines determinados en la disposición transitoria primera de la mencionada Ley”.

	- Artículo 2: “A efectos de incrementar la financiación inicialmente realizada y mantener  equilibrado el proceso de ejecución presupuestaria del ejercicio, el 30 de junio se llevará a cabo un ajusta, a cuyo efecto por las consellerías y organismos autónomos se presentará en sus intervenciones delegadas relación de expedientes de contratación imputados a los citados créditos, cuyos proyectos técnicos de obras alcanzaron la fase de aprobación por el órgano competente.

	El ajuste se obtendrá comprobando por cada aplicación presupuestaria:

	 - La suma del 2 % del importe del proyecto conforme establecen los artículos 1 y 4 de la Ley, y el 2 % del 60 %.

	 - Con la detracción llevada a cabo incialmente, en su caso.

	La Consellería de Economía y Hacienda realizará el proceso previsto en los aps. a) y b) del artículo anterior, con la diferencia resultante, si la hubiese”.

	- Artículo 3: “Dentro del-ejercicio económico, se procederá a efectuar la liquidación el día 1 de diciembre, siguiendo a este fin igual procedimiento que el previsto en el artículo anterior para el ajuste, sin considerar el remanente no comprometido en el crédito para calcular el 2 %. Se tendrán en cuenta solamente los proyectos aprobados.

	Si como consecuencia de las operaciones realizadas, en alguna aplicación resultasen supperiores las detracciones efectuadas que el importe del 2 % de los proyectos aprobados, se compensará con otras aplicaciones con resultado positivo”.

	- Artículo 4: “Los proyectos de obras que sean aprobados durante el mes de diciembre, producirán por el 2 %  de su importe la correspondiente modificcación presupuestaria de transferencia al programa 531B-Imprevistos y funciones no clasificadas, de la sección 23”. 

� Esta disposición reglamentaria nace en atención a dos diferentes argumentos, puestos de relieve en el Apartado tercero de su Exposición de Motivos, en donde se alude:

	- Por un lado, a la necesidad de hacer más operativo el funcionamiento de las Comisiones Territoriales del Patrimonio Histórico; y, 

	- Por otro lado, a la necesidad de establecer la debida coordinación y unidad de criterios de las mismas.

	La naturaleza de las Comisiones Territoriales del Patrimonio Histórico son descritas en su artículo primero como “órganos colegiados, dependientes orgánicamente de la Dirección general del Patrimonio Histórico y Documental y funcionalmente de las delegaciones provinciales de la Consellería de Cultura y Juventud”.

� Las atribuciones que se encomiendan a las diferentes Comisiones Territoriales aparecen descritas en el artículo 3º del propio Decreto 63/1992, en donde se enumeran:

	“a) Asegurar la protección y puesta en valor de los bienes de interés cultural de la Comunidad Autónoma gallega, así como todos los bienes, muebles e inmuebles, de carácter histórico, artístico, paleontológico, arqueológico, etnográfico, ya sea material o inmaterial, científico o técnico y los del patrimonio documental y bibliográfico, los jardines históricos, los conjuntos históricos, lugares históricos, zona arqueológica o lugar etnográfico.

	b) Conocer los proyectos de obras e intervenciones que afecten al patrimonio histórico en su ámbito territorial, o estén incluidos en el Inventario General de Bienes Culturales, proponiendo su aprobación, modificación o denegación al director general del Patrimonio Histórico y Documental, tanto si son de iniciativa pública como privada, excepto aquellas que promueva directamente la Dirección General del Patrimonio Histórico y Documental, las intervenciones en los bienes de interés cultural y aquellos proyectos que afecten al patrimonio de la Iglesia y a los espacios públicos de los conjuntos históricos.

	c) Conocer los proyectos de intervención para la conservación (preservación y restauración) que afectan al patrimonio mueble y documental, propniendo su aprobación, modificación o denegación al director general del Patrimonio Histórico y Documental, tanto si son de iniciativa pública como privada, excepto aquellos que proponga directamente la Dirección General del Patrimonio Histórico y Documental, las intervenciones en los bienes de interés cultural y aquellos proyectos que afecten al patrimonio de la Iglesia.

	d) Informar las propuestas de incoación de expediente de declaración de bien de interés cultural a favor de un bien integrante del patrimonio histórico gallego.

	e) Asesorar y emitir los informes, dentro de su ámbito territorial, que le sean solicitados por la Dirección general del Patrimonio Histórico y Documental de la Consellería de Cultura y Juventud acerca de cuantas disposiciones se proyecten dictar para la protección, conservación e intervención en el patrimonio histórico gallego”.

� La Resolución de 13 de abril de 1992, (publicada en el Diario Oficial de Galicia de 23 de abril de 1992), prevé que el Consorcio cuente con un patrimonio propio, desarrollando su actividad conforme a un presupuesto independiente, (artículo 2º.2), rigiéndose desde una perspectiva jurídica, por la Ley 7/1985 de Bases de Régimen Local, por los propios Estatutos del Consorcio, por la reglamentación interna dictada en desarrollo de los mismos y, supletoriamente, por la legislación específica que le sea aplicable, (artículo 5º).

	Los órganos de gobierno y administración del Consorcio aparecen enumerados en el artículo 6º de la Resolución, consistiendo en el Consejo de Administración, su Presidente y el Gerente, cuyas competencias aparecen descritas en los artículos 7º.2 (respecto al Consejo de Administración), 9º.3 (con relación a su Presidente), y 10º (sobre el Gerente).

	El régimen interno del Consorcio, caracterizado por las formas de gestión de las actividades y servicios, su patrimonio, recursos económico-financieros, presupuestos y rendición de cuentas, aparecen regulados en los artículos 12 al 16 de la Resolución analizada someramente.

� El Decreto 224/1994, de 2 de junio, (publicado en el Diario Oficial de Galicia de 18 de julio de 1994), establece en su artículo 6º.1 los documentos que han de acompañar toda petición de inscripción en el Registro de Entidades de Promoción del Camino de Santiago, consistentes en:

	 “a) Denominación y domicilio de la entidad.

	b) Escritura de constitución y estatutos en los que se ha de acreditar la finalidad descrita en el artículo tercero.

	c) Régimen conómico-financiero.

	d) Certificado de inscripción en el registro correspondiente.

	e) Composición del órgano de dirección, con expresión individualizada de sus miembros.

	f) Documento acreditativo del CIF.

	g) Memoria justificativa de las actividades desarrolladas en los últimos años”.

	Por último, según el apartado tercero, si la Entidad figura inscrita en cualquier otro registro de ámbito nacional o internacional ha de indicar también ese extremo en la solicitud.

	Una vez presentada la solicitud, el encargado del Registro, que podrá solicitar cuantos datos y antecedentes estime necasrios para juzgar sobre la procedencia de la inscripción, dispone de un plazo de cinco días para resolver la pretensión planteada en dos diferentes sentidos:

	- Si estima correcta la documentación presentada se practicará la inscripción en el Libro registro, librando  una certificación acreditativa de tal extremo en la que conste la fecha de la misma y el número de registro asignado en el plazo de treinta días.

	- Si se observaron defectos en la documentación, se concederá un plazo de treinta días para posibles subsanaciones, pasado los cuales sin llevar a cabo dichas actuaciones, se denegará la inscipción.

	Junto a estas previsiones, el artículo 8º de la norma también recoge la posibilidad de cancelar la inscripción, a través de un procedimiento contradictorio, cuando la Entidad inscrita deje tanto de cumplir los requisitos exigidos en particular por el artículo 3º del Decreto 224/1994, como cuando se extinga su personalidad o se disuelva la entidad.

� La Ley 3/1996, de 10 de mayo, de Protección de los Caminos de Santiago, (publicada en el Diario Oficial de Galicia de 22 de mayo de 1996 y en el Boletín Oficial del Estado de 25 de junio de 1996), basa su nacimiento en los siguientes argumentos, puestos de relieve en los párrafos sexto a décimotercero de su Exposición de Motivos:

	“Paralelamente, las peregrinaciones vueleven a cobrar vigencia. Razones espirituales, culturales, históricas, artísticas e incluso deportivas mueven a las personas de todas las nacionalidades e ideas a recorrer el Camino de Santiago hasta Compostela.

	La relevancia histórica, el movimiento investigador y las peregrinaciones, tal como ya queda descrito, justifican el nacimiento de recomendaciones y normas de distinto ámbito territorial e institucional.

	Así, en el ámbito europeo, la Asamblea parlamentaria el 28 de marzo de 1984 aprobó un proyecto de recomendación relativa a los itinerarios europeos de peregrinación, presentada por la Comisión de Cultura y Educación, que daría lugar a la Recomendación 987, según el texto adoptado por la Comisión Permanente el 28 de junio de 1984, y que calificaría el Camino de Santiago como primer itinerario cultural europeo.

	Mas tarde, el 23 de octubre de 1987, el Consejo de Europa producirá la declaración de Santiago de Compostela, que en su último párrafo vuelve a manifestar el espçiritu de Europa: “... en la fe que animó a los peregrinos en el transcurso de ja historia y que los reunió en un aliento común, por encima de las diferencias e intereses nacionales, impúlsennos también a nosotros en esta época, y particularmente a los jóvenes, a seguir recorriendo este camino para construir una sociedad fundada en la tolerancia, en el respeto al otro, en la libertad y en la solidadridad”.

	Más tarde, volverá a manifestarse el Consejo de Europa, esta vez a través de nota de la Secretaría General, en fecha de 31 de marzo de 1989, preparada por la Dirección de Medio Ambiente y de Poderes Locales, para definir las grandes lineas de acción en el Camino de Santiago.

	La Comunidad Europea, en su declaración de los ministros de Cultura, reunidos en Consejo, el día 17 de mayo de 1993, reconoce el Camino como patrimonio cultural común europeo.

	El Camino alcanzará su universalismo con la declaración de la UNESCO, de 11 de diciembre de 1993, en la que se le reconoce como patrimonio universal de la humanidad.

	Por otro lado, las normas dictadas por la Administración central del Estado, y por las Comunidades Autónomas, en la última década, superan la centena, lo que da buena referencia del interés del Camino de Santiago en todo el Estado.

	En esta misma linea Galicia, que ya cuenta con abundante legislación dispersa y de carácter reglamentario, es consciente de la necesidad de una legislación integradora del máximo rango, que contemple, por una parte, los distintos aspectos del Camino - culturales, monumentales, urbanísticos -y, por otra, la pluralidad de caminos con distinta relevancia histórico-cultural y, en consecuencia, con distinto nivel de protección, pero siempre tratando de mantener su integridad.

	Aun cuando la presente Ley se refiere a todos los caminos que constituyeron rutas de peregrinación a Santiago, su regulación se centra, sobre todo, en la protección de la que ha sido vía fundamental, y hoy con más valor histórico y monumental, que es llamado Camino francés, fijando para los restantes el nivel de protección que la Ley del Patrimonio Cultural contempla para los bienes catalogados”.

� Cfr.: Rodriguez-Arana Muñoz, Jaime.: “Las competencias de la Comunidad Autónoma Gallega y el Camino de Santiago”,  Revista de Derecho Urbanístico, nº 133, (mayo-junio, 1993), página 86.

� Risco, Vicente.: “Manual de Historia de Galicia”, Ed. Galaxia (1971), página 133.

	Según este autor en el “Camino francés” confluían cuatro grandes trayectos que se juntaban en Puente la Reina (Navarra) para cruzar desde allí todo el Norte de España: 

	- Primero, por Saint-Gilles, Montpelier y Tolouse, pasaba los Pirineos por el puerto de Aspe y seguía por Canfranc, Jaca, Osturit, “Regales”, “Balnei”, “Iugiter calid” y “Mons Reelus” a Puente la Reina.

	 - Segundo, por Nuestra Señora de Puy, Santa Fe de Conques y San Pedro de Moissac a Ostabat.

	- Tercero, por Vezelay, Limoges y Perigeux a Ostabat.

	- Cuarto, de París por Tours, Poitiers, Saint Jean d’Angely, San Eutropio de Saintes, Burdeos y Ostabat.

	De Ostabat el camino pasaba los Pirineos por el puerto de Cise en Roncesvalles y por Bicarret, Resogna y Pamplona llegaba a Puente la Reina donde se juntaba con el que venía por Aspe.

� Ferreira Priegue, Elisa.: “Los Caminos medievales de Galicia”, Boletín Auriense, (Anexo 9), Museo Arqueológico Provincial de Orense-Ministerio de Cultura (1988).

	Para esta autora el Camino de Santiago se incluiría como ruta de peregrinación, desde un punto de vista jerárquico, dentro de los grandes caminos públicos, junto a los denominados caminos reales y de comercio. La Ruta Jacobea recibiría los calificativos de “iter qua itur ad Sancti Iacobi, via francigena, via francorum, iter peregrinorum y camiño francés”. Fuera de él, tan sólo existirían otros caminos de carácter secundario. (Cfr. página 57).

� Barreiro Rivas, J.L.: “La función política de los caminos de peregrinación en la Europa medieval”, Ed. Tecnos.

� El artículo 24.2 de la Ley del Patrimonio Cultural de Galicia, de 30 de octubre de 1995, parte de declarar, con carácter general, que “el patrimonio cultural de Galicia se clasifica en:

	a) Bienes declarados, que serán aquellos que se consideren como bienes de interés cultural, pervia incoación del correspondiente expediente.

	 b) Bienes catalogados, aquellos que se incorporen al Catálogo del patrimonio cultural de Galicia.

	c) Bienes inventariados, aqueloos que, sin estar incluidos entre los anteriores, merezcan ser conservados y se incluyan en el Inventario general del patrimonio cultural de Galicia”.

	 Desde una perspectiva más estricta, los bienes catalogados son definidos en el artículo 17.1 de la misma disposición legal como “los bienes del patrimonio cultural de Galicia que, sin llegar a ser declarados de interés cultural, posean especial singularidad, de acuerdo con los establecido en el artículo 1.3 de la presente Ley, serán incluidos en el Catálogo del patrimonio cultural de Galicia y gozarán de la protección para los bienes catalogados en esta Ley”.

� Según la Disposición Transitoria Primera de la Ley 3/1996 la delimitación establecida en la aludida Resolución seguirá en vigor en tanto no se apruebe el expediente de delimitación del Camino.

� La delimitación del Camino de Santiago y de las zonas laterales del mismo se llevará a cabo a través del correspondiente expediente administrativo, incoado por la Consejería de Cultura, debiendo notificarse el hecho a los Ayuntamientos afectados, anunciándose en el “Diario Oficial de Galicia”, así como sometiéndose a información pública por un plazo de dos meses.

	La delimitación del Camino será aprobada mediante Decreto de la Xunta de Galicia, a propuesta del Consejero de Cultura y con el asesoramiento preceptivo en este caso del Comité Asesor del Camino de Santiago, conllevando implícita la declaración de interés social y la de necesidad de ocupación de los bienes y la adquisición de los derechos pertinentes, a través de la correspondiente expropiación forzosa, ocupación temporal o la imposición o modificación de servidumbres. 

	Por lo que se refiere a las zonas laterales de protección del Camino, éstas consistirán en dos franjas de terreno a ambos lados del Camino, de una anchura mínima de tres metros en que discurra tangencialmente a una carretera. En este caso la zona lateral de protección de tres metros se establecerá para la orilla del Camino opuesta a la carretera. En cualquier caso, las zonas laterales de protección del camino están sometidas a las limitaciones previstas en la propia Ley de 10 de mayo de 1996, extendiéndose incluso, a los correspondientes instrumentos urbanísticos.

	Para garantizar el cumplimiento de esas previsiones, la norma, en sus artículos 14 y 15, previene la posibilidad de proceder a la expropiación forzosa para conservar, reparar, ampliar o dotar de servicio al Camino de Santiago.

� El Comité Asesor del Camino de Santiago se configura en el artículo 30 de la Ley 3/1996 como un órgano consultivo de la Consejería de Cultura, integrado por diez miembros como máximo, designados entre personas de reconocida competencia en la materia, a quien se le encomiendan la emisión de una serie de informes preceptivos en los siguientes supuestos:

	- En los casos de ejecución de obras de infraestructuras, carreteras u ocupación de algún tramo del Camino de Santiago atendiendo a causas de fuerza mayor o interés social (artículo 3º).

	- En los procedimientos de delimitación del trazado de la Ruta Jacobea (artículo 5º).

	- En cualquier actividad a realizar en las zonas laterales de protección del Camino de Santiago (artículo 12).

	Según la Disposición Transitoria Segunda de la propia disposición legal el Comité asesor deberá constituirse en el plazo máximo de un año a partir de su entrada en vigor. Durante ese interegno sus funciones serían desempeñadas por la Comisión del Patrimonio Histórico de la Ciudad y Camino de Santiago.

	- A la hora de adoptar una decisión definitiva respecto a los procedimientos cautelares de paralización de cualquier actividad u obra realizada en el Camino de Santiago (artículo 13).

	- En el supuesto de utilización del suelo comprendido en la zona de protección del entorno de la Ruta Jacobea (artículo 16).

	- En la redacción del Plan Especial de Protección y Promoción del Camino de Santiago (artículo 17).

� El deber atribuido a los poderes públicos gallegos por el artículo 8º.1 de la Ley 3/1996 se traduce, sobre todo, en la necesidad de potenciar la labor de coordinación y colaboración entre todas las Administraciones Públicas implicadas, destacando las actuaciones que en ese sentido pueden desempeñar las Corporaciones Locales, a quienes el artículo 8º, apartados segundo y tercero atribuye una doble función general y especial.

	- Con carácter general, el artículo 8º.2 señala que “las administraciones locales cooperarán con los órganos de la Junta de Galicia en la conservación y protección de los tramos del Camino que discurran por sus respectivos territorios, adoptando las medidas oportunas que eviten su deterioro o destrucción. En todo caso, los ayuntamientos notificarán a la Consejería de Cultura cualquier peligro de daño que se produzca en el Camino”.

	- Con carácter especial, el artículo 8º.3 prevé la posible delegación de funciones de conservación y protección del Camino de Santiago, por parte de la Xunta de Galicia a favor de las entidades locales por donde discurra aquél.

� En el periodo de elaboración del Plan Especial de Protección y Promoción de la Ruta Jacobea deberá darse audiencia a todos los Ayuntamientos afectados por el discurrir de su trayecto, así como deberá ser informado por el Comité Asesor del Camino de Santiago, sin perjuicio de que la decisión final se atribuya al Consejo de Gobierno de la Xunta (artículo 17.1).

� Con relación a la prohibición de circulación de vehículos de motor, (deducida a constrario sensu del contenido del artículo 9º.1 de la Ley 3/1996), hay que añadir que el artículo 10 de la misma norma apunta que “el Camino, en sus tramos no urbanos, no podrá ser utilizado para el tráfico rodado de vehículos de motor, cualquiera que sea su naturaleza”, salvo que el Camino constituya el vial directo de acceso a fincas y viviendas, en donde, a través de los correspondientes procedimientos de concentración parlamentaria o expropiación forzosa, habrán de irse arbitrando paulatinamente accesos a fincas y viendas que eviten la utilización por el tráfico rodado de tramos de la Ruta Jacobea.

�  Para conseguir los objetivos de conservación señalados, el propio artículo 11.2 de la Ley 3/1996 incluye una serie de prohibiciones que pueden calificarse como de carácter especial, consistiendo en las siguientes:

	“a) El establecimiento de campamentos y, en general, cualquier tipo de acampada colectiva o individual.

	b) Todo tipo de actividad constructiva, salvo las infraestructuras previstas en el artículo 3.

	c) Las explotaciones propias de las carreteras.

	d) la tala de arbolado. Con la autorización expresa de la Consejería de Cultura, podrá permitirse la tala aislada de árboles, con la obligación de compensar la tala con la plantación inmediata de especies autóctonas”. 

� Para salvaguardar debidamente la zona de protección del entorno, el artículo 16.3 menciona una serie de limitaciones consistentes en el establecimiento de las siguientes prohibiciones:

	“a) Todo tipo de publicidad.

	b) La explotación minera.

	c) La extracción de grava y arena“.

� Esa medida cautelar y provisional podría desplegar sus efectos durante un plazo de dos meses, transcurrido el cual la Consejería de Cultura, contando con un informe preceptivo del Comité Asesor del Camino de Santiago, debería adoptar alguna de las resoluciones siguientes:

	“a) Demoler las obras o impedir definitivamente las actividades no autorizadas o no ajustadas a las condiciones establecidas en la autorización.

	b) Ordenar la instrucción del oportuno expediente para la eventual legalización de las obras o autorización de las actividades, siempre que fueran compatibles con lo dispuesto en la presente Ley y demás legislación aplicable”.

� Entre las diferentes medidas que pueden cumplir esa finalidad puede mencionarse, en la actualidad y a título de ejemplo, la convocatoria de subvenciones destinadas a asociaciones e instituciones inscritas en el registro de entidades de promoción del Camino de Santiago, al efecto de contribuir a su promoción y difusión, para lo que se preveían inversiones de hasta 750.000 pesetas (Diario Oficial de Galicia de 1 de abril de 1998).

� Eneriz Olaechea, F.J.: “La ordenación del territorio en la Legislación de Navarra”, Ed. Civitas-HAEE/IVAP, (1991).

� La Ley Foral 6/1987, de 10 de abril, por el que se dictan las normas urbanísticas regionales para protección y uso del territorio, (publicada en el Boletín Oficial de Navarra de 20 de abril de 19878), tenía entre sus objetivos “establecer la normativa de carácter general para la protección del suelo no urbanizable, los espacios y los recursos naturales en el ámbito de la Comunidad Foral de Navarra, determinando los usos y actividades que en dicho suelo puedan desarrollarse, de forma compatible con dicha protección”, (según proclamaba el artículo 1º.1).

	Dentro de la categoría de suelo no urbanizable (no definido por la norma dada su remisión en este extremo a la Ley sobre régimen del Suelo y Ordenación Urbana estatal), el artículo 5º.6.g) calificaba como de “Suelo no urbanizable de afecciones específicas” al Camino de Santiago y a las calzadas históricas, categorías que podrían ser reguladas por Decreto Foral, por Planes de Ordenación del Medio Físico, por Normas Urbanísticas Comarcales, por Directrices de Ordenación del Territorio o por Planes Generales y Normas Subsidiarias de ámbito local, (según la enumeración contenida en el artículo 6º de la Ley 6/1987), respetando, en todo caso, las limitaciones mínimas y básicas establecidas en la propia disposición legal.

	El artículo 30 de la Ley Foral establecía que su régimen de protección sería el establecido para los caminos públicos por el artículo 24.3 de la propia norma, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 16/1985 del Patrimonio Histórico Español, dado su carácter de Conjunto Histórico.

	Dicho artículo 24.3 de la Ley Foral 6/1987 establecía:

	“Caminos públicos. Se establece para caminos públicos no sujetos al régimen de protección de la Ley Foral de Defensa de las Carreteras o al establecido en los artículos 30 y 31 de esta Ley Foral una servidumbre de 3 metros medidos desde el borde exterior de dichos caminos en la que se aplicará el siguiente régimen de protección:

	a) Actividades no constructivas. Quedan prohibidas la explotación minera, la extracción de gravas y arenas, las canteras y la corta a hecho.

	Podrán autorizarse el resto de actividades que impliquen movimientos de tierras.

	El resto de actividades quedan permitidas.

	 b) Actividades constructivas. Podrán autorizarse las infraestructuras.

     Quedan prohibidas todas las demás”.

	En todo caso, la regulación definitiva de la Ruta Jacobea se hacía depender en la Disposición Adicional Tercera de la Ley Foral al correspondiente instrumento de efectos urbanísticos. Esta previsión se contenía con la siguiente dicción:

	“El Gobierno de Navarra mediante Decreto Foral, en el plazo de un año aprobará la delimitación gráfica del Camino de Santiago.

	El planeamiento de ámbito local y comarcal afectado incorporará dicha delimitación a sus determinaciones y documentos”.

	Por último, también hay que destacar que en la propia disposición su artículo 28 regulaba la situación del entorno de los inmuebles de interés cultural, considerados como aquellos terrenos colindantes a los mismos y que deben ser preservados en el planeamiento local o comarcal y de ordenación del medio físico para no comprometer la imagen y perspectivas de los inmuebles histórico-artísticos.

	Su régimen jurídico, compatible con el previsto en la Ley 16/1985, preveía la prohibición de la corta a hecho, pudiendo autorizarse aquellas acciones que implicasen movimientos de tierras, la roturación, la quema de vegetación, y el aprovechamiento maderero y de leña.

	A su vez, se preveía la prohibición de toda actividad constructiva, salvo las infraestructuras y las instalaciones vinculadas a la conservación, mejora y disfrute del propio monumento o su entorno.

� El Decreto Foral 107/1988, de 8 de abril, (publicado en el Boletín Oficial de Navarra del día 20 de abril de 1988), nació con un sentido de provisionalidad, en cuanto a su alcance y el régimen de protección jurídica aplicable, a la espera de su plasmación definitiva en una nueva norma que recogiera las diversas alegaciones y previsiones surgidas a lo largo del procedimiento administrativo previsto en el propio Decreto.

	La preocupación mostrada por los poderes público navarros en este aspecto derivan, según la Exposición de Motivos de la propia norma reglamentaria, de que “el Camino de Santiago constituye, desde el punto de vista histórico y cultural, uno de los principales y más ricos patrimonios con que cuenta Navarra. En el pasado fue una de las vías de comunicación más influyentes de Europa, que logró transformar las pautas de la vida social y económica de amplias comarcas de Navarra e impulsó la aparición de ciudades y villas con una fuerte implantación poblacional, gremial y económica”.

	Durante el transcurso del procedimiento administrativo tendente a dictar la delimitación definitiva del Camino de Santiago a su paso por Navarra, el Decreto 107/1988 preveía el establecimiento de una serie de medidas de protección provisional de las zonas hasta entonces afectadas por la delimitación de la Ruta Jacobea. Este régimen de salvaguardia abordaba diversos extremos, tales como la protección urbanística de la zona; la creación de infraestructuras y zonas de concentración parcelaria; y la ocupación de bienes, adquisición de derechos e imposición de servidumbres; para lo que se establecía la necesidad de obtener determinadas autorizaciones administrativas.

	En cualquier caso, también se preveía la sanción de una serie de conductas tipificadas como infracciones al régimen de protección establecido, creándose al efecto todo un régimen disciplinario y correctivo.

� Con relación a la noción de entorno, hay que destacar que la Ley Foral 6/1987 constituye una norma pionera en su definición y delimitación, en comparación con el resto de la legislación dictada a nivel estatal y autonómico, no sólo a nivel urbanístico, sino, especialmente, respecto al ordenamiento jurídico cultural.

	El artículo 28 de la Ley Foral de 10 de abril de 1987 indica:

	“1. Entorno de bienes inmuebles de interés cultural. Son aquellos terrenos que por ser colindantes a bienes inmuebles de interés cultural deben preservarse en orden a no comprometer la imagen y perspectiva de los mismos.

	Tendrán la condición de bienes inmuebles de interés cultural los que se declaren como tales de conformidad con la Ley 13/1985, (debía decir 16/1985), de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español.

	La delimitación de dichos terrenos se establecerá en el planeamiento local o comarcal y de ordenación del medio físico.

	2. Régimen de protección. 

	 a) Actividades no constructivas. 

	Se prohibe la corta a hecho. Podrán autorizarse aquellas acciones que impliquen movimientos de tierras, la roturación, la quema de vegetación, aprovechamiento maderero y de leña. El resto de actividades quedan permitidas.

	b) Actividades constructivas. 

	Podrán autorizarse las infraestructuras y las instalaciones vinculadas a la conservación, mejora y disfrute del propio monumento y su entorno. Quedan prohibidas todas las demás.

	El régimen de protección establecido en esta Ley Foral lo es sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 13/1985, (reincide en el error), de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español”.

	Mientras no conste en el correspondiente instrumento jurídico el alcance del entorno protegido de un bien de interés cultural, la Disposición Transitoria Segunda de la propia Ley Foral 6/1987 establece una distancia máxima de cien metros. 

	Con esa idea declara:

	“En tanto el planeamiento comarcal o local no delimite los espacios a asignar a la categoría de Entorno de bienes inmuebles de interés cultural, los terrenos a los que se aplicará el régimen de protección de dicha categoría serán los colindantes a los monumentos y elementos en una franja máxima de cien metros”.

	Este criterio de cien metros es la distancia considerada en la  sentencia de 1 de marzo de 1967 (Ar. 808) como incluida bajo el ámbito de aplicación de la protección de un entorno protegido o de su perspectiva visual. 

	Así se infiere del Considerando Sexto de la resolución judicial al disponer:

	“ Que, a mayor abundamiento, hay que tener presente lo que dispone el art. 60, ap. a), de la Ley del Suelo y Ordenación Urbana con referencia a construcciones en lugares inmediatos ( y el de la obra que ahora se trata dista solo cien metros del templo catedralício ), o las que formen parte de algún grupo de edificios de carácter histórico o arqueológico, ordenando que habrán de armonizar con el mismo; y dicho edificio en cuestión desarmoniza en cuanto perjudica el paisaje y la contemplación de la torre de dicha Iglesia restándole escala”.

� Los artículos 31 y 32 de la Ley Foral 6/1987, de 10 de abril, por la que se establecen las normas urbanísticas regionales para protección y uso del territorio, regulan el régimen de autorizaciones respecto a los suelos calificados como no urbanizables. El procedimiento administrativo no es único, sino que presenta diversas variaciones atendiendo al tipo de autorización solicitado. 

	A grandes rasgos, se caracteriza por las siguientes notas:

	- Se iniciará a instancia de parte, mediante una solicitud presentada por el promotor de la actividad ante la Entidad Local en cuyo ámbito se va a implantar o desarrollar aquella, acompañada de una documentación técnica suficiente que permita, según las características de la actividad y uso a desarrollar, conocer sus características, su ubicación y las obras a realizar, (conteniéndose las detreminaciones enumeradas en el artículo 32 de la Ley 6/1987).

	- Recibida la solicitud, la Entidad Local emitirá un informe que, junto al expediente, será remitido al Departamento de Ordenación del territorio, Vivienda y Medio Ambiente, resolviendo la cuestión el Consejero, quien autorizará o prohibirá la actividad o uso solicitado, notificando la resolución a la Administración Local a efectos de concesión o denegación de la licencia pertinente. 

	En el supuesto de que la actividad pretendida esté sometida al Reglamento de Actividades Molestas, Incómodas o Insalubles (RAMIN), el acto administrativo será dictado por la Comisión de Urbanismo y Medio Ambiente de Navarra, quien trasladará al Ayuntamiento implicado el resultado de su resolución.

	- Con carácter especial el artículo 2º.6, in fine, del Decreto Foral 290/1988 establece que “con carácter previo a la resolución del Consejero de Ordenación del territorio, Vivienda y Medio Ambiente, en relación con actividades y usos constructivos y no constructivos que vayan a desarollarse en el Camino, en zona de servidumbre y franja de protección del entorno, se deberá emitir informe favorable por la Institución Principe de Viana”.

� El artículo 7º del Decreto Foral 290/1988 tipifica con el carácter de infracciones administrativas una serie de acciones, a las que acompaña de su correspondiente sanción. En este sentido previene:

	“1. Tienen la consideración de infracciones graves al régimen de protección del Camino de Santiago:

	 a) Las actuaciones que supongan la erosión o la desctrucción física de parte del Camino.

	Los autores de estas infracciones serán sancionados con multas de 2.000.000 a 5.000.000 de pesetas.

	 b) La realización de actividades prohibidas en el Camino de Santiago, en la zona de servidumbre o en la franja de protección del entorno.

	Los autores de estas infracciones serán sancionados con multas de 900.000 a 3.500.000 pesetas.

	 c) la realización de actividades autorizables sin autorización administrativa o sin licencia o en contra de las determinaciones de la licencia, de la orden de ejecución o de la autorización administrativa.

	Los autores de estas infracciones serán sancionados con multas de 500.000 a 3.000.000 de pesetas.

	d) La destrucción de los elementos funcionales, incluido el arbolado, existentes en el Camino o en la zona de servidumbre.

	Los autores de estas infracciones serán sancionados con multas de 200.000 a 2.000.000 de pesetas.

	2. Tienen la consideración de infracción leve, el vertido o abandono en el Camino, en la zona de servidumbre o en la franja de protección del entorno, de objetos, residuos u otros desperdicios fuera de los lugares autorizados, así como la quema de los mismos.

	Los autores de esta infracción serán sancionados con multas de 50.000 a 1.000.000 de pesetas cuando el hecho se cometa en el Camino de Santiago, con multas de 25.000 a 700.000 pesetas cuando el hecho tenga lugar en la zona de servidumbre, y con multas de 10.000 a 500.000 pesetas si el hecho se comete en la franja de protección del entorno”.

� Con relación a la imputabilidad del hecho objeto de sanción administrativa, el artículo 8º del Decreto Foral de 14 de diciembre de 1988 establece en sus apartados sexto y séptimo una serie de reglas, atendiendo a la persona responsable:

	“6. En las actuaciones que se ejecuten sin licencia o con inobservancia de sus clausulas serán sancionados por las infracciones el promotor, el empresario de las obras y el técnico director de las mismas.

	7. En las actuaciones amparadas en licencia cuyo contenido sea manifiestamente constitutivo de una infracción grave serán igualmente sancionados el facultativo que hubiese informado favorablemente el proyecto, los  miembros de las entidades locales que hubiesen votado a favor del otorgamiento de la licencia sin el informe técnico previo, o cuando éste fuera desfavorable en razón de aquélla infracción o se hubiera hecho la advertencia de ilegalidad prevista en la legislación de régimen local.

	Las personas jurídicas serán sancionadas por las infracciones cometidas por sus órganos o agentes y asumirán el coste de las medidas de reparación del orden vulnerado, sin perjuicio de las indemnizaciones por daños y perjuicios a terceros que haya lugar.

	Las multas que se impongan a los distintos sujetos por una misma infracción tendrán entre sí carácter independiente.

	Igualmente, dichas multas serán independientes de las que puedan imponerse en aplicación de la legislación sobre patrimonio histórico u otras legislaciones sectoriales”.

� El Decreto Foral 217/1986, de 3 de octubre, (publicado en el Boletín Oficial de Navarra de 13 de octubre de 1986), modificado por el Decreto Foral 572/1991, de 30 de diciembre, (publicado en el Boletín Oficial de Navarra de 17 de enero de 1992), regulan la declaración de Bienes de Interés Cultural en la Comunidad Autónoma de Navarra, atendiendo a que “el Gobierno de Navarra considera una de sus principales responsabilidades la protección y enriquecimiento de su Patrimonio Histórico, y por ello estima necesario regular la declaración de Interés Cultural de los bienes constitutivos del Patrimonio Histórico de la Comunidad Foral de Navarra”, (como expone el párrafo tercero de la Exposición de Motivos del Decerto Foral 217/1986).

	Partiendo de que pueden ser declarados Bienes de Interés Cultural los bienes muebles, inmuebles, los yacimientos y zonas arqueológicas, los sitios naturales, parques y jardines de interés artístico, histórico, paleontológico, arqueológico, etnográfico, científico, técnico o social, el Decreto de 3 de octubre de 1986 prevé que la incoación de un expediente administrativo tendente a conseguir la declaración de un bien como de interés cultural podrá realizarse a través de una doble vía:

	- De oficio,  por parte del Departamento de Educación y Cultura, mediante Orden Foral del Consejero del mismo. En dicha disposición se adoptarán las medidas provisionales necesarias para la conservación del bien objeto del procedimiento administrativo, debiendo describirse para su correcta identificación, señalándose motivadamente su entorno afectado, y la relación y descripción de los bienes que por su vinculación al elemento cultural deban ser afectados por la declaración, (si se trata de un inmueble).

	La apertura del expediente deberá ser notificada, con carácter general, a los interesados, y, con carácter particular en el supuesto de inmuebles, al Ayuntamiento en que se halle enclavado la construcción, debiendo publicarse la incoación en el Boletín Oficial de Navarra y en el Boletín Oficial del Estado. Asimismo, se anotará ese hecho en el Registro de Bienes de Interés Cultural, mediante traslado de la Orden Foral de incoación a la Dirección General de Bellas Artes del Ministerio de Cultura, (hoy de Educación y Cultura).

	La incoación determinará para el bien afectado la aplicación provisional del régimen legal de protección para los bienes de su clase ya declarados de carácter cultural.

	- A instancia de parte, por solicitud de cualquier persona, individual o colectiva, pública o privada, que tendrá la consideración de parte interesada a lo largo de todo el procedimiento, y a la que se le notificarán todas las incidencias que resulten a lo largo de la instrucción, así como la resolució definitiva del expediente.

	Atendiendo al tipo de solicitud planteado, la petición de un particular habrá de ir acompañado de la siguiente documentación, (enumerada en el artículo 5º del Decreto Foral 217/1986:

	“1. Si se trata de Monumentos.

	a) Memoria descriptiva del inmueble con expresión de los datos históricos y artísticos, de sus partes integrantes y, en su caso, de aquellos bienes muebles que formen parte del mismo.

	 b) Planos del inmueble y de situación.

	c) Cuatro fotografías en color, tamaño 8 por 12 centímetros, dos de conjunto y dos de los detalles más característicos del inmueble con los correspondientes negativos.

	 d) Relación circunstanciada de posibles afectados.

	 2. Si se trata de conjuntos históricos, sitios históricos, jardines o zonas arqueológicas.

	a) Memoria descriptiva del conjunto, sitio, jardín histórico o zona arqueológica comprendiendo su delimitación y los datos históricos y artísticos de los mismos y sus relaciones con el área territorial a que pertenece.

	b) Planos del conjunto, delimitando claramente el área sobre la que se solicita su declaración.

	c) Un mínimo de 6 fotografías en color, tamaño 8 por 12 centímetros, del conjunto, sitio, jardín o zona objeto del expediente y los correspondientes negativos.

	d) Relación circunstanciada de posibles afectados.

	 3. Si se trata de muebles.

	 a) Memoria descriptiva del bien mueble, con expresión de los datos históricos, artísticos.

	b) Dos fotografías en color, tamaño 8 por 12 centímetros, uno del conjunto y otra de un detalle característico, si el objeto lo requiere para su identificación, o en su caso del anverso y del reverso y los correspondientes negativos”.

	En cualquiera de los dos supuestos, la instrucción del expediente corresponde al Servicio de Cultura “Principe de Viana”, quien solicitará de los propietarios o titulares de derechos reales del bien objeto del procedimiento su examen, así como las informaciones que estime oportunas (para lo que podrá dirigirse a las personas o entidades que por su competencia en alguno de los aspectos del expediente puedan propiciar la mejor resolución del mismo).

	Emitidos los informes precisos, se dará vista del expediente a los interesados en el mismo por un plazo de 30 días hábiles al objeto de que puedan formular alegaciones, que, cuando se trate de un bien inmueble, supondrá la apertura de una información pública sobre el expediente, por el mismo periodo, transcurrido el cual se unirán todas las alegaciones presentadas y las actuaciones realizadas al Consejo Navarro de Cultura para que emita un informe de carácter vinculante sobre el tema en el plazo de 45 días.

	A tenor del artículo 9º.1 del Decreto Foral 217/1986 tiene la consideración de interesados en el procedimiento: “a) La parte iniciadora del expediente; las entidades locales en cuyo término se halle el bien objeto del expediente; las personas físicas o jurídicas titulares de un derecho real sobre el bien afectado por la declaración; y, d) las personas físicas o jurídicas titulares de un derecho real sobre inmuebles afectados por la incoación del expediente”.

	A tenor de las reformas introducidas por el Decreto Foral 572/1991, consistentes en añadir tes nuevos artículos al Decreto 217/1986, (tomando como base la interpretación hecha de la Ley estatal 16/1985 por la Sentencia del Tribunal Constitucional 17/1991, según declara el párrafo quinto de su Exposición de Motivos), instruido el expediente el Consejero de Educación y Cultura elevará la propuesta de declaración de Bien de Interés Cultural al Gobierno de Navarra, quien lo aprobará mediante Decreto Foral a publicar en el Boletín Oficial de Navarra y a notificar al Registro de Bienes de Interés Cultural del Ministerio de Educación y Cultura.

	En el supuesto de que se pretenda dejar sin efecto la declaración de Interés Cultural de un Bien, previamente declarado como tal, el artículo 14 señala que también se realizará mediante la fórmula de un Decreto Foral.

� Para un adecuado cumplimiento de las previsiones establecidas en el Decreto Foral 107/1993, de 23 de abril, (publicado en el Boletín Oficial de Navarra de 19 de mayo de 1993), se enumeraba en su contenido una auténtica radiografía de los diferentes términos municipales por los que la Ruta Jacobea discurre, describiendo geográficamente su recorrio y trayecto. 

	Los términos municipales afectados eran: Luzaide/Valcarlos, Auritz/Burguete, Aurizberri/Espinal, Biskarreta Gerendiain, Lintzoain, Agorreta, Zubiri, Ilarratz, Ezkirotz, Irure, Akerreta, Idoi, Zuriain, Antxonitz, Irotz, Zabaldika, Arleta, Olloki, Huarte, Villava, Burlada, Pamplona, Cizur Menor, Zizur Mayor, Galar, Guendulain, Zariquiegui, Astrain, Uterga, Muruzábal, Obanos, Puente de Reina, Mañeru, Cirauqui, Lorca, Murillo, Arandigoyen, Villatuerta, Ayegui, Luquin, Villmayor, Los Arcos, Sansol, Torres del río, Viana; y, desde el Ramal de Sangüesa: Sangüesa, Rocaforte, Aibar, Lumbier, Izco, Abínzano, salinas, Monreal, Yárnoz, Otano, Ezperun, Guerendiain, Tiebas-Muruarte, Biurrun-Olcoz, Ucar, Enériz y Obanos.

� Las razones que aconsejaron dictar el Decreto 32471993, de 25 de octubre, (publicado en el Boletín Oficial de Navarra de 5 de noviembre de 1993), son expuestos en los primeros párrafos de su Exposición de Motivos, en donde se indica:

	“La Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, en su disposición adicional primera, establece que los bienes que con anterioridad hayan sido declarados histórico-artísticos pasan a tener la consideración y a denominarse Bienes de Interés Cultural, quedando sometidos al régimen jurídico que para esos bienes establece dicha Ley.

	Por Decreto 2224/1962, de 5 de septiembre, se declaró Conjunto Histórico-Artístico el Camino de Santiago, comprendiéndose en dicha declaración tanto los lugares, edificios y parajes conocidos y determinados en aquel momento, como aquellos que má adelante se fijen y delimiten.

	Las previsiones del Decreto 2224/1962 sobre delimitación precisa del conjunto no llegaron a cumplirse. No obstante, en Navarra, por Decreto Foral 290/1988 se efectuó una delimitación detallada y precisa del ámbito territorial del camino de Santiago, a su paso por Navarra, a efectos de protección urbanística del mismo.

	El artículo 11.2 de la Ley del Patrimonio Histórico Español establece que la declaración de Bien de Interés Cultural, en el caso de inmuebles, delimitará el entorno afectado por la declaración.

	Por Orden Foral 107/1993, de 23 de abril, del Consejero de Educación y Cultura, se fijó y delimitó provisionalmente el ámbito territorial del Camino de Santiago, a su paso por Navarra, al efecto de complementar la declaración como conjunto histórico-artístico efectuada por Decreto 2224/1962, de 5 de septiembre. En la misma se dispuso la apertura de un periodo de información pública, por plazo de un mes, en el cual se presentaron siete alegaciones, resueltas por Acuerdo del Gobierno de Navarra de fecha 25 de octubre de 1993.(...)”.

� Los argumentos esgrimidos en la exposición de Motivos del Decreto Foral 90/1993, de 15 de marzo, (publicado en el Boletín Oficial de Navarra de 2 de abril de 1993), para crear y difundir el símbolo “Navarra. Año Jacobeo 93”, se concretan en las siguientes ideas:

	“(...) El Gobierno de Navarra promueve la edición de monografías, campañas de publicidad, reuniones científicas, espectáculos artísticos e intensifica los trabajos de conservación del patrimonio artístico de la ruta jacobea.

	Con el fin de reforzar la difusión pública de éstas acciones, resulta oportuno utilizar un símbolo gráfico que las identifique y las integre en el plan global de promoción del camino de Santiago que el Gobierno de Navarra llevará a cabo, con motivo del Año Jacobeo, a lo largo de 1993”.

�  En ese sentido, el Decreto Foral 76/1995 procedió a derogar las siguientes disposiciones reglamentarias:

	1º) El Decreto Foral 152/1991, de 18 de abril, regulador de las condiciones urbanísticas y ambientales para la implantación de campamentos de turismo en suelo clasificado como no urbanizable, establecía la prohibición de que los mismos puedan instalarse en dos diferentes situaciones relacionadas con la Ruta Jacobea:

	a) En primer lugar, el artículo 2º.2.a) mencionaba la prohibición de fijar campamentos “en suelos categorizados como Reserva Integral, Reserva Natural, Enclaves Naturales, alta productividad agrícola o ganadera, infraestructuras existentes o previstas, entorno de núcleos de población, entorno de bienes inmuebles de interés cultural, cañadas y zonas de protección del Camino de Santiago”.

	b) En segundo lugar, el artículo 2º.2.d) de la norma reglamentaria reiteraba la prohibición de establecer campamentos “a menos de 100 metros de bienes inmuebles de interés cultural o de edificios de interés que participen de valores históricos, culturales o ambientales, o a distancia inferior a 30 metros del Camino de Santiago, calzadas históricas u otras rutas de interés. El planeamiento urbanístico comarcal o local podrá establecer justificadamente otras distancias menores, siempre que continue garantizándose la preservación del entorno inmediato de esta clase de bienes de interés cultural”.

�  Esta normativa ha de ponerse en relación con el Decreto Foral 283/1992, de 7 de septiembre, (publicado en el Boletín Oficial de Navarra de 14 de septiembre de 1992), en donde se regulan las ayudas a la mejora de la oferta turística de la Comunidad Autónoma.

	En ese sentido los artículos 14 (relativo a establecimientos hoteleros) y 21 (relativo a restaurantes), preveían que se considerarían proyectos de inversión prioritarios:

	“a) La recuperación, rehabilitación y adecuación para su uso como establecimiento turístico del patrimonio arquitectónico de interés. A tal fin se deberá presentar certificado expedido por la Institución Principe de Viana.

	b) Los proyectos destinados a la construcción, modernización y mejora de establecimientos hoteleros en el Camino de Santiago o en alguno de los términos municipales que integran la zona objetivo 5B. En los Anexos 2 y 3 se incluye la relación de los municipios que integran cada una de las zonas mencionadas”.

	A su vez, el artículo 27.a) también considera de prioridad las invesrisones realizadas en campamentos de turismo que reunan alguna de las características enunciadas en el apartado b) de los anteriores artículos.

	Esta disposición reglamentaria sería modificada parcialmente por el Decreto Foral 85/1994, de 11 de abril, (publicado en el Boletín Oficial de Navarra de 20 de abril de 1994).

� El Decreto 286/1987, de 10 de diciembre, (publicado en el Boletín Oficial de Castilla y León de 24 de diciembre de 1987), crea la Comisión de Castilla y León para la recuperación y revitalización del Camino de Santiago atendiendo, entre otras razones, al profundo significado que ostenta para la Comunidad Autónoma, al ser “una de sus señas de identidad, siendo una vía de comunicación cultural entre sus pueblos, de relación con otras regiones españolas y de integración europea” (según afirma el párrafo primero de su Exposición de Motivos), argumentos a los que se une “el apoyo del Consejo de Europa al Camino, como itinerario cultural europeo, el convenio de cooperación entre diversos Ministerios Españoles sobre su recuperación y revitalización, así como la adhesión de la Comunidad de Castilla y León a dicho convenio, son iniciativas que permiten confiar en una actitud decidida, coordinada y eficaz sobre los múltiples aspectos que inciden en el Camino”.

	La Comisión estará integrada por diversos miembos con carácter permanente, y por otra serie de personas, invitadas por el Presidente de la Comisión, entre representantes de entidades y organismos y expertos que podrán formar parte de las ponencias de trabajo que pueden constituirse en su seno 



� El Decreto 71/1988, de 20 de abril, (publicado en el Boletín Oficial de Castilla y León de 27 de abril de 1988), procedió a reformar la redacción del artículo 3º.1.C) del Decreto 286/1987 incorporando al Alcalde de un municipio situado en el Camino de Santiago, designado por la Federación Regional de Municipios y Provincias de Castilla y León, argumentando, como motivos que aconsejan adoptar semejante actitud, “la experiencia acumulada, así como sugerencias recibidas desde distintos sectores, aconsejan dotar a las Corporaciones Locales de una representación estable en la Comisión regulada por el Decreto 286/1987, de 10 de diciembre”, (según confiesa el párrafo primero de su escueta Exposición de Motivos).

� El Decreto 32/1996, de 15 de febrero, (publicado en el Boletín Oficial de Castilla y León de 20 de febrero de 1996), ha procedido a modificar la redacción del artículo 3º y la Disposición Adicional del Decreto 286/1987, por lo que desde su publicación “formarán parte de la Comisión de Castilla y León para la recuperación y revitalización del Camino de Santiago:

	a) Presidente: El Vicepresidente de la Junta de Castilla y León. (Antes era el Consejero de Cultura y Bienestar Social, que podía delegar sus funciones en el Secretario General de la Consejería).

	b) Vicepresidente: El titular de la Consejería de Educación y Cultura. (Antes era el Director General de Patrimonio y Promoción Cultural).

	 c) Vocales:

	- El Director General de Patrimonio y Promoción Cultural. (Antes ostentaba el cargo de Vicepresidente).

	 - El Director General de Deportes y Juventud.

	- El Director General de Arquitectura y Vivienda. (Antes era el Director General de Vivienda, Urbanismo y Medio Ambiente).

	- El Director General de Industrias Agrarias y Desarrollo Rural. (Antes se designaba como Director General de Reforma Agraria).

	 - El Director General de Urbanismo y Calidad Ambiental. (Antes se designaba como Director General de Obras Públicas e Infraestructura).

	 - El Director General del Medio Natural. (Antes se designaba como Director General de Montes, Caza, Pesca y Conservación de la Naturaleza).

	 - El Director General de Turismo.

	- Un Alcalde de un Municipio situado en el Camino, designado por la Federación Regional de Municipios y Provincias de Castilla y León”.

	Este organigrama ha de completarse con el Director General de Asuntos Europeos de la Consejería de Economía y Hacienda, según dispone el artículo único del Decreto 108/1997, de 15 de mayo.

	La Comisión celebrará una sesión anual con carácter ordinario y sesiones extraordinarias siempre que las convoque el Presidente, quien podrá invitar a sus sesiones a representantes de otros órganos de la Administración de la Comunidad, de otras Administraciones Públicas o cualquier otra persona cuya presencia se considere aconsejable por el carácter de los temas a tratar, (sin perjuicio de las posibles sustituciones previstas en el artículo único, apartado quinto, de la propia disposición reglamentaria).

� La Orden de 11 de junio de 1990, (publicada en el Boletín Oficial de Castilla y León de 14 de junio de 1990), preveía en su artículo 1º conceder incentivos económicos a los proyectos de inversión que contribuyesen a desarrollar la actividad económica de las empresas del sector turístico de la Comunidad de Castilla y León y que tuviesen algunos de los tres fines enumerados en el precepto, consistentes en la ampliación de Alojamientos Hoteleros y Campamentos de Turismo; la modernización de las instalaciones de los Alojamientos Hoteleros y de los Campamentos de Turismo; así como la dotación de instalaciones y servicios turísticos complemetarios.

	Cualquiera de las inversiones englobadas en alguna de las tres finalidades descritas, deberían tener como destinatarias localidades situadas en el Camino de Santiago en su transcurso por la Comunidad Autónoma de Castilla y León, mencionada en la relación que como Anexo acompañaba a la Orden de 11 de junio de 1990.

	A tenor de lo dispuesto en la Disposición Adicional Primera serían subvencionables los Activos fijos materiales y los Activos fijos inmateriales, (en cuantía no superior al 20% de la inversión aprobada en el concepto anterior), y de conformidad a los términos entonces establecidos en el artículo 5º del Decreto 151/1989, de 20 de julio, sobre regulación de incentivos a la inversión en la Comunidad Autónoma.

� El Decreto 20/1988, de 20 de mayo, por el que se crea en La Rioja la Comisión para la recuperación y revitalización del Camino de Santiago, responde a una serie de ideas, plasmadas en su extensa exposición de Motivos, con las siguientes palabras:

	“(...) Para que tales actuaciones puedan realizarse con coordinación y eficacia se hace preciso disponer de un órgano interdepartamental de carácter técnico en el que estén representados todos los Departamentos implicados en la materia, así como Ayuntamientos, Diocesis y Asociaciones, que permita, de una parte, el impulso y la coordinación de las acciones a realizar, y de otra, la elaboración de las propuestas de actuación para la recuperación y revitalización del Camino de Santiago. 

	(...) En definitiva el proposito de la Consejería de Educación, Cultura y Deportes al crear la citada Comisión es la habilitación de un órgano que aglutine esfuerzos, ideas y proyectos que sirvan para la recuperación y revitalización del Camino de Santiago no sólo a su paso por nuestra Comunidad Autónoma sino en sus itinerarios generales.

	(...) Por todo ello, considerando la necesidad de impulsar iniciativas, coordinar actuaciones y articular demandas, parece conveniente la creación de una comisión que integre a los distintos órganos de la Administración de la Comunidad con competencias en la materia, así como que sirva de cauce de relación con otras administraciones, asociaciones y particulares”.

	La composición de la Comisión puede ser fija o variable, atendiendo a la presencia de los miembros permanentes descritos en el artículo 3º de la norma, o de expertos, miembros de las Asociaciones de Amigos del Camino de Santiago y representantes de la Diócesis, así como cuantas personas designe el Presidente de la Comisión para integrarse en grupos de trabajo de desarrollo de las ponencias que se les encomiende.

� El Convenio Marco de 1990 (que carecía de un fecha concreta consignada en su texto), fue publicado en el Boletín Oficial de La Rioja de 4 de enero de 1990, teniendo para el primer periodo de desarrollo un presupuesto de 34.712.470 pesetas, de las que 2.030.000 pesetas correspondían a la Comunidad Autónoma de La Rioja. 

� La Comisión del Principado de Asturias para la identificación, recuperación y revitalización del camino de Santiago, nace en el Decreto 3/1996, de 8 de febrero, (publicado en el Boletín Oficial del principado de Asturias de 26 de febrero de 1996), con una serie de premisas teleológicas descritas en su Exposición de Motivos, en los siguientes términos:

	“El Principado de Asturias, por incuestionables razones históricas, está obligado a poner su propia identidad milenaria al servicio del Camino de Santiago que, por ser ya un camino de todos los pueblos de Europa, es, asimismo, ruta convergente en la mutua comunicación de todos y cada uno de esos pueblos y de sus culturas.

	Es por ello por lo que se considera una necesidad histórica y políticamente ineludible propiciar cuantas iniciativas y actuaciones puedan redundar en el más óptimo desarrollo de cuantos legítimos intereses conforman una parte importante de lo que pueda ser el Camino Jacobeo en un inmediato futuro.

	La diversidad y complejidad de las actuaciones que es necesario abordar aconsejan la creación de una Comisión Inter-Consejerías, que realice una labor de impulso y coordinación y que sirva de cauce para la relación con otras administraciones, asociaciones y particulares”.

	La Comisión, integrada por los miembros descritos en el artículo 3º de la norma, prevé incorporar a su estructura orgánica entidades, organismos y expertos con los que constituir ponencias de estudio, atribuyendo a la Dirección Regional de Cultura la preparación de los asuntos de que deba conocer el organismo colegiado de carácter cultural. 

	En su regulación jurídica se aplicará subsidiariamente la Ley 2/1995, de 13 de marzo, sobre Régimen Juridico de la Administración del Principado de Asturias, y, en lo no previsto en la misma, por la Ley estatal 30/1992, de 26 de noviembre.

� El Decreto 96/1988, de 24 de mayo, por el que se crea la Comisión Técnica de Coordinación para la recuperación y revitalización del Camino de Santiago a su paso por la Comunidad Autónoma de Aragón, fue publicado en el Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma de Aragón, de 3 de junio de 1988.

	Su Exposición de Motivos, redactada con un contenido muy similar al Decreto de La Rioja de 20 de mayo de 1988, también reafirma el carácter interdepartamental de la Comisión, integrada por una serie de representantes políticos de caracter permanente, a los que pueden incorporarse personas provenientes de las entidades, instituciones y organismos que puedan ser afectados por los asuntos incluidos en el Orden del día.

	La forma de trabajo, prevista en el artículo 4º de la norma, permite la creación de subcomisiones o grupos de trabajo para el estudio y la presentación de informaciones sobre aspectos sectoriales.
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